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E d u a r d o  G o n z á l e z  C h á v e z 1

La publicación de la reforma constitucional en materia de “Inimpugnabilidad 
de las Adiciones o Reformas a la Constitución”,2 realizada el 31 de octubre 
de 2024, es la reacción del partido mayoritario para impedir la invalidez 
de la reciente reforma al Poder Judicial,3 y posiblemente, cualquier adición 
o reforma posterior en otras temáticas, pues a dicho de los legisladores 
suscribientes, actualmente los críticos de la reforma al Poder Judicial 
intentan “[...]burlar nuestra tradición constitucional, conforme a la cual 
la Constitución [...] no es impugnable[...]”, como lo refieren en exposición 
de motivos.

Como sustento de la pretensión de este movimiento legislativo, se destacó que “las 
normas que componen la Constitución [...] deben considerarse mandatos inmunes a 
cualquier tipo de control jurisdiccional”.

Aquí, erróneamente se afirma que el poder reformador es “soberano” y no puede ser 
revisado judicialmente. Sin embargo, lo único soberano en la Constitución son dos 
elementos. El primero es la expresión únicamente retórica al hablar de los estados libres 
y soberanos, y la segunda, es la soberanía popular, la cual no es equivalente al poder 
reformador de la Constitución, ya que este sólo modula el documento fundacional, 
más no sustituye a la asamblea constituyente. Por cierto, esta última no prevista ni 
regulada en la Constitución federal, pues considérense la autopercepción de eterni-
dad que indica el artículo 136 constitucional y también la natura de dicho Congreso 
constituyente, que no es una autoridad constituida, como sí lo es el poder reforma-
dor (impresionante el impacto político de la denominación académica de las figuras 
jurídicas. ¡Vaya lío conceptual en el que se nos quiere entrampar, porque alguien en 
la docencia que, sin ser la constitución ni un tribunal, llamó al ejecutante del artículo 
135 de la Constitución “Constituyente Permanente”!).

1  X: @Eduarlet6526                https://orcid.org/0009-0002-5471-4159
2   “Decreto por el que se reforma el primer párrafo de la fracción II del artículo 107, y se adiciona un quinto párrafo 

al artículo 105, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en materia de inimpugnabilidad de las 
adiciones o reformas a la Constitución Federal”, Diario Oficial de la Federación, 31 octubre 2024. https://www.dof.gob.
mx/nota_detalle.php?codigo=5742105&fecha=31/10/2024#gsc.tab=0

3   “Decreto por el que se reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos, en materia de reforma del Poder Judicial”, Diario Oficial de la Federación, 19 septiembre de 
2024. https://www.dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5738985&fecha=15/09/2024#gsc.tab=0
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constitucionalización de las violaciones a los 
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Así las cosas, con estas medidas se genera una violación constitucionalizada a los 
derechos fundamentales, y obedecen a un entendimiento moderno y conveniente 
para los actores políticos de varios países del derecho constitucional, al transfor-
marse la concepción de la ley fundamental, pasando de ser la carta de derechos, a la 
carta de restricciones a los derechos fundamentales, en oposición a las conquistas produci-
das por desarrollo histórico del Estado en el plano nacional e internacional, con lo 
cual se desprecia el efecto útil del constitucionalismo contemporáneo, a saber, la 
domesticación del poder público.

Con la reforma las disposiciones constitucionales son incuestionables, aunque sig-
nifiquen la violación a los derechos de las personas. Esto en oposición al criterio 
de la Corte Interamericana, en las opiniones consultivas OC-4/844 y OC–14/94.5

En este sentido, el modelo propuesto aspira a limitar expresamente ejercicios de 
control difuso de convencionalidad, lo cual impediría emplear mecanismos de de-
fensa de derechos consagrados en tratados internacionales encaminados a procurar 
que, estas disposiciones, cuenten con una manifestación fáctica.

La reforma conocida como de supremacía constitucional, en un primer momento, es 
violatoria de diversas prerrogativas, como el derecho de acceso a la justicia o de pro-
tección judicial, previsto en el artículo 25.1 de la Convención Americana sobre Dere-
chos Humanos y en el artículo 2.3, incisos a) y b) del Pacto Internacional de Derechos 
Civiles y Políticos, que conforman el bloque de convencionalidad, al que México vo-
luntariamente ha colocado como acompañante de los límites al poder público, inclu-
so, de actos provenientes de autoridades oficiales, como lo son los integrantes del 
poder reformador de la Constitución.

En un aspecto secundario, la reforma señalada es violatoria del principio de pro-
gresividad de los derechos humanos, en su vertiente de no regresividad, pues extrae 
a la población del beneficio que ya disfrutan y ha sido reconocido con anterioridad 
por la propia Constitución, de realizar cuestionamientos en tribunales nacionales 
sobre la validez de reformas a la norma suprema. En este sentido, el diseño de la re-
forma de ininmpugnabilidad confirmó la interpretación de que los medios de control 
de constitucionalidad judicializados cuentan con el potencial procesal de admitir, 
analizar y resolver la validez de reformas y adiciones a la carta magna; en otras pa-
labras, es un mecanismo que aspira a censurar a los jueces constitucionales, y con 
ello, neutralizar a la Corte sin desaparecerla.

En tercer lugar, se generó una transgresión a la cláusula pacta sunt servanda prevista 
en el artículo 27 del Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados, el cual 
prohíbe a los Estados usar sus disposiciones de derecho interno —aún el de rango 
constitucional— para desatender sus obligaciones contraídas internacionalmente.

4   Corte IDH, Opinión consultiva OC-4/84 del 19 de enero de 1984, solicitada por el Gobierno de Costa Rica. ht-
tps://www.corteidh.or.cr/docs/opiniones/seriea_04_esp.pdf

5   Corte IDH, Opinión consultiva OC-14/94 del 9 de diciembre de 1994, solicitada por Comisión Interamericana 
de Derechos Humanos. https://www.corteidh.or.cr/docs/opiniones/seriea_14_esp.pdf

https://www.corteidh.or.cr/docs/opiniones/seriea_04_esp.pdf
https://www.corteidh.or.cr/docs/opiniones/seriea_04_esp.pdf
https://www.corteidh.or.cr/docs/opiniones/seriea_14_esp.pdf
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Causa tristeza ver, a la intención de constitucionalizar la violación de derechos, 
encontrar sustento parcial por varios actores a lo largo de la historia, e inclusive, 
en algunos miembros de la Suprema Corte de Justicia de la Nación desde épocas 
jurisprudenciales de antaño, cuando abiertamente existía una resistencia a la obli-
gatoriedad de mandatos internacionales ratificados por el Senado de la República.

Ejemplo de lo anterior existen muchos, iniciando con la reforma del 18 de enero 
de 1934 al artículo 133 constitucional,6 para agregar la expresión “que estén de 
acuerdo con la misma [Constitución]” al referirse como ley suprema de toda la Unión, 
a los tratados internacionales celebrados por México, pues recuérdese que nuestra 
carta magna de 1917 no condicionaba en su texto original la compatibilidad de los 
instrumentos internacionales con ella para asignarles la categoría de ley suprema ni 
la cualidad, de lo hoy denominado parámetro de regularidad constitucional. Este decreto 
de 1934 podría ser el movimiento legislativo más remoto, violatorio de la cláusu-
la pacta sunt servanda y del numeral 2 de la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos, que prescribe la adopción de disposiciones de derecho interno para la 
operatividad de las prerrogativas básicas.

En lo que toca a los aspectos jurisprudenciales, la propia — y tan afamada— Con-
tradicción de Tesis 293/2011 produjo el criterio P./J. 20/20147 y existe una postura 
reforzada por la Segunda Sala de la Corte nacional, con las tesis 2a./J. 119/20148 
y 2a. CXXVIII/2015.9

De esta forma, la inimpugnabilidad constitucional es el resultado de una mezcla com-
puesta por dos partes: la primera, por la manera en cómo el grupo en el poder trata 
de solucionar y prevenir un litigio en contra de su agenda política, quienes tienen 
todo el derecho y legitimación procesal para plantearlo; y la segunda parte, confor-
mada por los efectos colaterales de “la sentencia que la Corte nunca quiso tomar”, 
como la invalidez del arraigo o de la prisión preventiva oficiosa, para citar unos 
casos, debido a posturas timoratas de sus miembros. Se insiste: ¡no es un problema 
generado ni privativo de la actual integración de nuestro tribunal constitucional!

En este orden de ideas, sólo quedaría esperar a que la justicia internacional ejecute 
una labor quijotesca; esto es, sea la desfacedora de los agravios y enderezadora de 
entuertos aquí planteados, realizando una condena internacional que ordene al Es-
tado Mexicano a cambiar su Constitución. Esto, si bien sería de realización cierta, 
no es idóneo en cuanto a la celeridad de la emisión de los fallos correspondientes, 
por lo que se precisa encontrar rutas diferentes, a no ser que se promueva y consiga 
con prontitud la emisión de medidas cautelares de la Corte Interamericana para 

6  “Decreto por el que se reforma el artículo 42 de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos”, Diario Oficial de la Federación, 18 de enero de 1934. https://www.dof.gob.mx/
nota_to_imagen_fs.php?cod_diario=191181&pagina=3&seccion=0

7   Tesis P./J. 20/2014, Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, t. I, abril de 2014, p. 202. https://sjf2.scjn.
gob.mx/detalle/tesis/2006224

8   Tesis 2a./J. 119/2014, Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, t. I, noviembre de 2014, p. 768. https://
sjf2.scjn.gob.mx/detalle/tesis/2007932 

9   Tesis, 2a. CXXVIII/2015 Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, t. II, noviembre de 2015, p. 1299. ht-
tps://sjf2.scjn.gob.mx/detalle/tesis/2010428 

https://www.dof.gob.mx/nota_to_imagen_fs.php?cod_diario=191181&pagina=3&seccion=0
https://www.dof.gob.mx/nota_to_imagen_fs.php?cod_diario=191181&pagina=3&seccion=0
https://sjf2.scjn.gob.mx/detalle/tesis/2006224
https://sjf2.scjn.gob.mx/detalle/tesis/2006224
https://sjf2.scjn.gob.mx/detalle/tesis/2007932
https://sjf2.scjn.gob.mx/detalle/tesis/2007932
https://sjf2.scjn.gob.mx/detalle/tesis/2010428
https://sjf2.scjn.gob.mx/detalle/tesis/2010428
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detener en el futuro el procedimiento legislativo de este tipo de iniciativas, como 
aconteció el 1o. de julio de 2024, en el Caso Barrios Altos y Caso la Cantuta vs. Perú.10

Un escenario alternativo, para evitar el uso de la metodología de restricción de 
derechos humanos a través de reformas constitucionales, sería la emisión de una 
norma secundaría de confección breve y práctica, que autorice a los juzgadores fe-
derales y locales a practicar control difuso de convencionalidad, con reconocimien-
to a su arbitrio judicial.

Esta última propuesta no se formula con la ignorancia del principio de jerarquía 
normativa y supremacía constitucional, el cual en todo momento apunta que una 
ley secundaria no puede contrariar a la Constitución, si no se formula con el único 
fin de obtener una excluyente de responsabilidad administrativa y penal de los juz-
gadores ante el nuevo Tribunal de Disciplina Judicial, y así, propiciar la existencia 
de jueces valientes que puedan realizar el control difuso de convencionalidad sin 
temor a reproches en procedimientos sancionadores, y los cuales no deseen aban-
donar la independencia judicial. En el fuero local, por ejemplo, podrían Queréta-
ro, Jalisco o Nuevo León, realizar la legislación para sus jueces en su ámbito local.

10   Corte IDH, Caso Barrios Altos y Caso la Cantuta vs. Perú, medidas provisionales, resolución del 1o. de julio de 2024. 
https://corteidh.or.cr/docs/medidas/barrioscantuta_06.pdf

https://corteidh.or.cr/docs/medidas/barrioscantuta_06.pdf
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I. Introducción

En nuestra Constitución1 federal no existía una protección jurídica expresa 
respecto a los animales no humanos, esto hasta antes del 12 de noviembre 
de 2024. Fue precisamente hasta la fecha señalada en que la Cámara de 
Diputados aprobó reformas a la Constitución, específicamente en los 
artículos 3o., 4o. y 73. El dictamen fue avalado por mayoría calificada de 450 
votos y fue remitido al Senado. Reformas concernientes a la protección de 
los animales no humanos. En nuestro país este tema ha sido poco explorado; 
sin embargo, se han establecido desde el ámbito jurídico-constitucional 
distintas medidas de protección.2

En México, hay muchos lugares en los que aún no se tiene consciencia en este tema; 
especialmente, muchas generaciones son educadas sin el mínimo respeto hacia la 
vida que no es semejante a la humana —incluso a los humanos—, lo que ha origi-
nado que el Estado actúe para que muchas conductas sean catalogadas como delito.3 
El problema surge cuando el delito se va transmitiendo de generación en generación, 
tal como lo señala Melossi: “el delito es un tipo de comportamiento inherente a la 
cultura y trasmisible mediante el aprendizaje social”,4 creando un ciclo sin fin, y muy 
importante, este problema se va aprendiendo y normalizando. Al tener estas conductas 
como normales, los integrantes de la sociedad las realizan, sabiendo que estas no ten-
drán alguna consecuencia jurídica. Es así que el Estado entra en escena, específica-
mente mediante el derecho, y particularmente, a través de la rama penal, señalando 
las conductas que son constitutivas de delito. El Estado, al señalar qué conductas son 
constitutivas de delito, esto mediante un código penal, debe hacer cumplir dicho or-
denamiento. Sin embargo, el derecho, al ser una creación del hombre, no es perfecto; 
por lo que esta imperfección sale a la luz, y concretamente, en el tipo penal de maltra-
to animal no es la excepción. La referida imperfección del derecho se materializa en 
el tipo penal de maltrato animal, en el que existen conductas que no están previstas 
en dicho tipo penal y que, a los ojos de la sociedad, es necesario que sean reguladas. 

1   Guastini, Riccardo, Lecciones de teoría del derecho y del Estado, Perú, Zela, 2019, p. 231.
2   Klatt, Matthias y Meister, Moritz, La proporcionalidad como principio constitucional universal, 2a. reimpresión, trad. de Ru-

bén Sánchez Gil, México, Universidad Nacional Autónoma de México, 2020, p. 18.
3   Pavón Vasconcelos, Francisco, Manual de derecho penal mexicano, 7a. ed., México, Porrúa, 1985, p. 166.
4   Melossi, Dario, Controlar el delito, controlar la sociedad. Teorías y debates sobre la cuestión criminal, del siglo XVII al XXI, Buenos 

Aires, Siglo veintiuno, 2018, p. 21.
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En México, existe un Código Penal Federal, el cual regula el maltrato animal, pero 
esta regulación está muy limitada. De la misma forma, en las entidades federativas 
está regulado el maltrato animal en los códigos penales; a pesar de ello, como se 
mencionó anteriormente, en muchas entidades la regulación también es ambigua, 
o en su caso, no existe regulación jurídica.

Si lo anterior no pudiera tomar un tinte gris, al indagar en nuestra Constitución fe-
deral, no encontrábamos, hasta antes de la reforma, mención alguna sobre protec-
ción directa y expresa a animales no humanos, lo que originaba que el terreno fuese 
más difícil, pues si buscamos constituciones de otros países en el mundo, encontra-
mos que sus cartas magnas sí prevén a los animales no humanos, incluso hay apar-
tados donde señalan que deben legislar a favor de estos. Lo que hace resaltar que 
en nuestro país es un problema serio, pues con las tendencias actuales en el mundo, 
la norma suprema debe adaptarse a todas estas problemáticas.

Por otro lado, nos preguntamos por qué la autoridad es tan deficiente a la hora de 
actuar en estos temas. Preciso que la actuación compete a los tres poderes —Ejecu-
tivo, Legislativo y Judicial—. Si comparamos a México con otros países, parece que 
aún no se ha hecho prácticamente nada, y que la protección a las demás formas de 
vida recae en aquellos que se solidarizan con la situación. Debemos tomar como 
referencia aquellos países cuyos sistemas jurídicos han implementado las medidas 
jurídicas constitucionales necesarias para contrarrestar esta problemática.

Como se verá a lo largo del estudio, se hace mención de distintas constituciones 
de diversos países. En este ejercicio, nos daremos cuenta de cómo en México hasta 
este año, se actúa para contemplar a los animales en la Constitución federal —en 
comparación con los países que se mencionarán más adelante— y toda regulación 
es con base en leyes secundarias.

II. Desarrollo

1. México

En nuestro país, el maltrato animal ha sido un tema con poco desarrollo, pues la au-
toridad y la sociedad lo ven como una materia que no merece atención. Lo anterior 
nos dirige, independientemente de cuestiones culturales, sociales, entre otras, a un 
problema jurídico, ya que, al menos desde el ámbito de nuestra Constitución fede-
ral, no existía alguna mención expresa que tenga que ver con protección, maltrato 
o en su caso, bienestar animal.5 En esta línea, nuestra Constitución federal como 
norma suprema, al no contar —como se ha precisado, hasta antes de la reforma— 
con una regulación constitucional de protección de animales no humanos, nos re-
mite a la legislación secundaria. Para adentrarnos al conocimiento de este tema, 
específicamente nos debemos dirigir al ámbito federal, precisamente en el Código 
Penal Federal, si bien está regulado el maltrato animal en el artículo 419 bis, no es 
muy claro, ya que sólo regula en lo relativo a prohibición de peleas de perros, limi-

5   Regan, Tom, En defensa de los derechos de los animales, trad. de Ana Tamarit, México, Fondo de Cultura Económica; 
Universidad Nacional Autónoma de México, 2016, p. 280.
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tando el campo de actuación en contra de otros actos de maltrato. Y hay que enten-
der que el maltrato animal no sólo es lo relativo a esas cuestiones, sino que va más 
allá; un ejemplo claro y más preciso es lo establecido en el artículo 24 de la Ley de 
Protección a los Animales de la Ciudad de México, ya que dicha ley regula diver-
sos aspectos, desde no brindar atención médico-veterinaria, hasta el abandono de 
animales en la vía pública. 

Es importante resaltar que la Ciudad de México tiene uno de los ordenamientos ju-
rídicos más amplios en estos temas, pues en su Constitución, específicamente en su 
artículo 13, inciso B, el cual señala a cualquier animal no humano como ser sintien-
te,6 cambiando completamente la calidad jurídica o estatus jurídico que tiene en el 
resto del país, calidad que atiende al Código Civil Federal, pues en este se entienden 
a los animales como simples objetos, cosas o bienes,7 lo que origina una confrontación 
entre el derecho civil y el derecho penal. Dicha confrontación está basada desde la 
normativa secundaria. Por si esto no fuera poco, tenemos la idea arraigada de que 
los animales son simples objetos, idea que está inmersa en cualquier persona, inclu-
so en los operadores jurídicos. Asimismo, tenemos que en la mayoría de las entida-
des federativas —con excepción de Chiapas—, en sus catálogos de delitos, señalan 
al maltrato animal. Surgiendo la confrontación entre derecho civil, catalogando a 
los animales no humanos como bienes, y el derecho penal, ofreciendo protección 
jurídica a su estatus de ser sintiente. Lo que propicia que muchos se pregunten por 
qué se cataloga como daños a propiedad cuando se maltrata a un animal o como 
maltrato animal a los daños en propiedad (esto, si se toma como un bien jurídico a 
dichos animales), aun cuando ya está tipificado como delito dicho actuar. 8

Por otro lado, el ordenamiento jurídico más amplio, y en donde se determinan con-
ductas que recaen en maltrato animal, es el de Ciudad de México. Por lo que éste 
es el ordenamiento jurídico que debería de tomarse como referencia, o base para 
los demás ordenamientos, en aras de evitar el maltrato animal. Otra de las dispo-
siciones9 que establece el maltrato animal como delito es en el Estado de México, 
específicamente en el Código Penal, ya que en su artículo 235 bis está regulada la 
muerte, abandono y lesiones a los animales; además, el Código de la Biodiversi-
dad para dicho estado también señala supuestos de maltrato animal. Sin embargo, 
comparando con la normativa aplicable en Ciudad de México, lo determinado en 
el Estado de México es muy limitativo, no contempla actos que también pueden ser 
constitutivos de maltrato animal. Y como se ha mencionado, esto también ocurre 
en las demás entidades federativas.

Anudando a lo anterior, encontramos que uno de los mayores problemas se concen-
tra en los municipios, ya que en estos se cometen más actos de maltrato animal, y 

6   Nava Escudero, César, Debates jurídico-ambientales sobre los derechos de los animales. El caso de tlacuaches y cacomixtles versus 
perros y gatos en la reserva ecológica del pedregal de San Ángel de Ciudad Universitaria, México, Universidad Nacional Autó-
noma de México, 2015, pp. 37-38.

7   Pérez Duarte y Noroña, Alicia Elena, “Bienes”, en Enciclopedia jurídica mexicana, México, Universidad Nacional 
Autónoma de México, 2002, t. I, p. 531.

8   Bunster, Álvaro, “Delito”, en Enciclopedia jurídica mexicana, México, Universidad Nacional Autónoma de México, 
2002, t. III, pp. 95 y 96.

9   Vale aclarar que cada entidad federativa cuenta con ordenamientos jurídicos para la protección de los animales 
no humanos
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que al no ser denunciados se carecen de estadísticas reales de los mismos. Las auto-
ridades, como los ayuntamientos no muestran un mínimo interés en el tema, o son 
escasos los municipios que lo hacen. Cuando lo hacen, actúan mediante un bando 
municipal.10 Sin embargo, hay que tener en cuenta que dichos bandos municipales 
en general regulan costumbres, y son fácilmente modificables. En municipios del 
Estado de México, adecuando tanto lo señalado en su Código de la Biodiversidad 
a su bando municipal, algunos municipios han llenado algunos vacíos y supuestos 
no previstos en las leyes, pero al cambiar año con año y modificar dichos bandos 
municipales, han llegado a suprimir estos supuestos.

Por otro lado, en el aspecto judicial podemos encontrar pocos criterios, y casos en 
los que se encuentran personas acusadas de maltrato animal en procesos penales; 
lo que hace cuestionarnos si en realidad nuestro país ha avanzado respecto con 
este tema, o si estamos retrocediendo. Es así que, al no tener un tipo penal único 
en el que se establezcan todas las conductas que son, y pueden constituir el delito 
de maltrato animal, se da la pauta para que los integrantes de la sociedad cometan 
conductas, que en determinado lugar si constituyen el delito de maltrato animal, y 
en otros lugares no lo constituyen.11

Respecto a la normativa jurídica, resulta importante señalar que nuestra Constitu-
ción federal no preveía el maltrato animal, ni hacía mención en su protección jurí-
dica de modo alguno, a diferencia de otros países, como se verá más adelante. En 
esta línea, si bien no estaba previsto constitucionalmente, la realidad es que había 
tenido un desarrollo en leyes secundarias, como en la Ley Federal de Sanidad Ani-
mal, Ley General de Equilibrio Ecológico y Protección al Ambiente, Ley General 
de Vida Silvestre, códigos penales de las entidades federativas, leyes de bienestar 
animal de dichas entidades federativas, leyes orgánicas municipales, e incluso, en 
bandos municipales o normas oficiales. Lo anterior, es resultado del trabajo del Po-
der Legislativo (federal y locales) y Ejecutivo. Bajo este enfoque, el Poder Judicial 
también ha actuado en algunos criterios, incluso la Suprema Corte de Justicia de 
la Nación, en el amparo en revisión 163/2018, determinó sobre le legalidad de las 
peleas de gallos con relación al derecho de acceso a la cultura, propiedad y libertad 
de trabajo. O uno de los casos más recientes, el de la “elefanta Ely”, respecto a la 
solicitud de ejercicio de la facultad de atracción 249/2023, para determinar si po-
dría ser objeto de derechos fundamentales. 

Las anteriores leyes, así como los criterios señalados por la Suprema Corte, han ver-
sado desde distintas ópticas. Por ejemplo, algunas leyes referidas van desde la pro-
tección de la vida, salud, sacrificio, bienestar, lesiones, etcétera. El problema es que 
esta protección es de manera general, pues no están no previstos qué actos son los 
que ocasionan dicha contravención a las leyes. Es decir, y tomándolo como ejem-
plo, en muchos hogares de nuestro país, en las azoteas, hay perros amarrados bajo 
distintos cambios de clima, sin comida, lo que constituye delito de maltrato animal 
—si lo vemos desde la óptica de la normatividad jurídica de Ciudad de México— o 
en su caso, una contravención administrativa. Pero si nos situamos geográficamen-

10   Rendón Huerta Barrera, Teresita, Derecho municipal, 2a. ed., México, Porrúa, 1998, p. 288.
11   Por ejemplo, en algunas entidades federativas se señala como delito la zoofilia, en otras entidades este acto no 

es un delito.
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te en un lugar determinado,12 puede ser que esos actos no constituyan dicho delito, 
por el contrario, sólo el código penal puede que señale que cometerá ese delito sólo 
el que cause muerte a un animal —como muchos códigos establecen—. El proble-
ma surge, en materia penal de acuerdo con la territorialidad y el principio de lega-
lidad,13 en su vertiente de taxatividad.

Por otro lado, la normatividad que su naturaleza produce una sanción de carácter 
administrativa, no alcanza a ofrecer una protección amplia. A manera de ejemplo, 
tenemos que la Ley General de Vida Silvestre, por su naturaleza tiene aplicación 
tanto federal como local, la infracción a dicha ley, en casos de maltrato animal, de-
vienen en una sanción de carácter administrativo. Un ejemplo de esto es la zoofilia, 
que como se refirió, sí está prevista en la Ley General de Vida Silvestre, pero come-
ter este acto sólo traerá consigo una sanción administrativa —porque este acto no 
está previsto en muchos códigos penales de las entidades federativas, sólo en algu-
nos—, lo que repercute en prospectiva, pues da la pauta a que sigan cometiéndose 
estos actos. Si bien en muchos códigos penales no está prevista la zoofilia, origina 
un problema, el que no esté señalado en un código penal no trae consigo la actua-
ción del Estado mediante el ius puniendi; es decir, no se lleva a cabo un proceso penal 
para determinar la comisión de un delito, y en su caso, que la persona que cometió 
este acto llegue a un centro penitenciario. Añadiendo a lo anterior, también tene-
mos el problema de la autoridad, pues tanto las leyes referidas anteriormente facul-
tan y dan competencia en muchos casos a un ayuntamiento a actuar —por ser la 
autoridad más próxima con la ciudadanía— el problema surge en que ni las mismas 
autoridades municipales conocen su propio ámbito de actuación.

Visto lo anterior, México tiene su esfera jurídica y de actuación en leyes secunda-
rias, mismas que cambian respecto al ámbito de territorialidad, lo cual es grave, 
pues da pauta a la existencia —o no— existencia del maltrato animal. Con la refor-
ma constitucional se abre un panorama para la protección jurídica de los animales 
no humanos en nuestro país.

2. Los animales no humanos en América

En este apartado sólo se mencionarán sus constituciones, pues el quid de este tra-
bajo radica en diferenciar a México —con su desarrollo legal14 y no constitucio-
nal— con otros países, y en cómo estos sí tienen fundamentos constitucionales de 
protección jurídica a los animales.

12   Trigueros Gaisman, Laura, “Territorialidad de las leyes”, en Enciclopedia jurídica mexicana, México, Universidad 
Nacional Autónoma de México, 2002, t. VI, p. 668; Guastini, Riccardo, Estudios de teoría constitucional, 4a. ed., Mé-
xico, Fontamara, 2013, p. 11.

13   Guastini, Riccardo, Estudios de teoría constitucional, cit., p. 11; Atienza, Manuel y Ferrajoli, Luigi, Jurisdicción y argu-
mentación en el Estado constitucional de derecho, 4a. reimpresión, México, Universidad Nacional Autónoma de México, 
2020, p. 88.

14   Es de señalar que, en México, al no establecer las facultades del congreso de la unión legislar respecto a temas de 
índole animal, dicha construcción jurídica recae en el poder legislativo a nivel local; es decir, a las legislaturas locales 
—de las entidades federativas—. Lo que repercute a la hora de establecer el ámbito de actuación, pues este cam-
bia según nos encontremos en determinado lugar, así como las materias en que se establecen dichas actuaciones.
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A. Bolivia

En su Constitución, en el artículo 33 señala el acceso al ejercicio a un medio am-
biente en el que puedan desarrollarse de manera normal y permanente, tanto a 
las personas como a otros seres vivos. Esto da la pauta para que otros animales no 
humanos sean considerados desde la óptica del derecho constitucional boliviano. 
De la misma forma, en su artículo 108, numeral 16, señala el deber de proteger y 
defender un ambiente adecuado para el desarrollo de los seres vivos. Aquí no dis-
tingue qué seres vivos, por lo que se interpreta a cualquiera, no es de manera li-
mitativa. Si bien es cierto que no hay una protección expresa del maltrato animal, 
la realidad es que esta Constitución sí establece indirectamente la protección a los 
animales.

2. Ecuador

Si bien en su carta magna no señala expresamente la protección a los animales y el 
maltrato animal, también es cierto que este país es pionero en reconocer a la natu-
raleza como sujeto de derecho. A saber, en su artículo 71 señala que la naturaleza o 
Pacha Mama tiene derecho a que se respete. Esto nos trae una cuestión de interpre-
tación, pues los animales forman parte de la naturaleza, en este sentido, hay una 
protección implícita e indirecta.

3. Los animales no humanos en Europa

A. Suiza

Este país es conocido por ser el primer país en incluir la protección animal en su 
Constitución. Esto ha sentado las bases y ha servido como ejemplo para muchos 
otros países, y hace destacar a este país como uno de los líderes mundiales respecto 
a protección de animales. Ahora bien, dentro de sus preceptos constitucionales se 
encuentra el artículo 80, el cual versa sobre la protección a los animales. En este 
sentido, señala que la confederación legislará sobre la protección de los animales. 
Siguiendo esta línea, dicha regulación debe ser conforme a: conservación y el cui-
dado de los animales, experimentos y procedimientos realizados con animales vi-
vos, utilización, importación y productos de origen animal; comercio y transporte, 
y sacrificio de estos.
Por otro lado, el artículo 84 establece que la confederación protegerá de los efectos 
negativos del tráfico, por lo que limitará las molestias causadas por el tráfico, con la 
finalidad de que no sea perjudicial para las personas, y es de destacar que añade a 
un elemento bastante importante: los animales. Esto en México sería impensable, 
pues en nuestro país a diario ocurren casos en donde atropellan a animales en si-
tuación de calle —comúnmente perros— y no hay ninguna sanción administrativa, 
ni comisión de delito de maltrato animal.
Si bien en este país el ámbito de actuación es bastante amplio, además, esta regula-
ción se expande con leyes secundarias, nos hace vislumbrar que al parecer nuestro 
país está a años luz de positivizar derechos a animales no humanos.
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B. Alemania

El crecimiento y evolución de este país ha sido marcado por su historia. Pero esto 
no es óbice para establecer en su Constitución la protección a los animales. En este 
ordenamiento jurídico, su artículo 74 señala las facultades de legislación, mismas 
que en su apartado 20 refiere que se deben establecer medidas de protección a los 
animales. Si bien sólo señala ese enunciado, la realidad es que esto da opción a una 
amplia gama de creación de instrumentos jurídicos para la protección de animales.

C. Austria

Al igual que Alemania, dota de facultades legislativas respecto a protección de ani-
males, pues en su artículo 11 de su constitución en la fracción 1, apartado 8, espe-
cifica la dicha facultad en lo concerniente a protección animal.

D. Eslovenia

Del mismo modo que los dos países anteriores, éste, en su artículo 72 constitucional 
en el último párrafo establece la protección de los animales, al señalar que dicha 
protección versará contra la crueldad, y estará regulada por la ley. En compara-
ción con Suiza, Alemania y Austria, cuyos países tienen un artículo expreso don-
de confiere facultades al legislativo el regular sobre esta materia, en Eslovenia, no 
existe un artículo que dote de esas facultades de manera expresa. Sin embargo, al 
señalar que dicha protección estará regulada por la ley, se entiende implícitamente 
que confiere dichas facultades, pues es el poder legislativo15 el encargado de llevar 
a cabo esas funciones.

4. Los animales no humanos en Asia

A. India

Es de destacar que uno de los países más grandes en el mundo, y el más poblado. 
En el artículo 51-A de su Constitución establece uno de los pilares para la convi-
vencia armónica en cualquier sociedad; pues en dicho artículo, en su apartado g) 
señala el deber fundamental de tener compasión por los seres vivos. Aquí ya no se 
trata de los humanos, sino de los seres vivos en general. Asimismo, el artículo 246 
del referido ordenamiento nos remite a las facultades que tiene el poder legislativo 
para promulgar leyes respecto a los asuntos en la lista III. A saber, dicha lista en el 
numeral 17 señala la facultad de legislar respecto a prevención de la crueldad con 
los animales. De la misma forma, el numeral 17-B permite también la facultad de 
legislar, pero respecto a la protección de animales y aves silvestres. Eso resulta bas-
tante importante, pues en México las facultades del Congreso de la Unión no seña-
lan supuestos similares.

Siguiendo la línea anterior, el artículo 243-W del ya referido ordenamiento, en lo 
concerniente con los poderes, autoridad y responsabilidades de los municipios, nos 

15   Hidalga, Luis de la, Teoría constitucional, México, Porrúa, 2007, p. 163.
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remite al duodécimo calendario, mismo que en su numeral 15 determina la preven-
ción de crueldad hacia los animales.

B. China

El artículo 9o. de su Constitución estipula que el Estado debe asegurar la protec-
ción de animales y plantas raras. Esto es bastante ambiguo, ya que la rareza es un 
término subjetivo. Dejando de lado este problema conceptual, nos damos cuenta 
de que en este país también existe una protección constitucional para los animales 
no humanos.

5. Los animales no humanos en África

A. Egipto

En este país, su Constitución —al igual que la constitución de Eslovenia— prevé 
dicha protección en contra de la crueldad, esto conforme al artículo 45.

B. Kenia

La constitución de este país en su anexo IV, en lo relativo a la distribución de fun-
ciones entre el gobierno nacional y los gobiernos de los condados —respecto a los 
artículos 185, fracción 2; 186, fracción 1 y 187, fracción 2— señala, en la fracción 
22 —del apartado de gobierno nacional de dicho anexo— sobre la protección al 
ambiente; y dicho numeral 22 en su apartado b, especifica la protección de los ani-
males. De la misma forma, en el apartado relativo a los “gobiernos condales”, en la 
fracción 6 relativa al control y bienestar de los animales, en sus apartados a)16 y b.

III. Conclusión

La protección de los animales no humanos en los distintos países del mundo parte 
desde el ámbito de la constitucionalidad,17 no desde la legalidad,18 como en México; 
cuestión que torna complejo el ámbito de protección y actuación en nuestro país. 
Al señalar en una Constitución un supuesto, esto lo convierte con carácter supre-
mo. Las constituciones de los países mencionados tienen una diferencia particular 
con la Constitución Mexicana, y es porque en nuestra carta magna no se señala una 
protección jurídica, todo lo que establece es respecto a una visión antropocéntrica 
y especista19 de manera secundaria.

16   Es de precisar que este tema —las licencias para tenencia de perros— es bastante amplio, lo que no es objeto 
del presente trabajo; además, en nuestro país no está regulado por la norma jurídica. Al menos en el Estado de 
México, el Código para la Biodiversidad de dicho Estado regula la existencia de permisos para la venta y cría de 
animales. Si bien no especifica expresamente una licencia de tenencia, si prevé indirectamente —de una interpreta-
ción— este supuesto. Sin embargo, esto no es óbice para que las autoridades legislativas regulen de manera espe-
cífica y coherente.

17   Andrés Ibáñez, Perfecto y Alexy, Robert, Jueces y ponderación argumentativa, México, Universidad Nacional Autóno-
ma de México, 2020, p. 12.

18   Nava Escudero, César, Los derechos de los animales. Una visión jurídica, México, Universidad Nacional Autónoma de 
México, 2023, p. 39.

19   Torre Torres, Rosa María de la, Los fundamentos de los derechos de los animales, México, Tirant lo Blanch, 2021, p. 75
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A comparación de los países vistos, estos tienen contemplados a los animales en las 
constituciones, lo cual hace que la materia de protección animal sea constitucio-
nal,20 misma que tendrá un desarrollo jurídico visto desde la óptica constitucional, 
y de esto deriva también un desarrollo legal. Por lo que da pauta a que exista un 
control por parte de las autoridades basado en la constitucionalidad21 de los actos, 
y también de la legalidad de los estos. En nuestro país, los actos son vistos y con-
trolados desde la legalidad, creando un vacío, donde no existe un punto jurídico de 
referencia para colmar actos de esta índole.
Desde la promulgación de nuestra Constitución, y con todas las modificaciones 
constitucionales que han existido a la fecha, era de preguntarse el por qué hasta 
el presente año —2024— existe una acción por parte de las autoridades para dar 
apertura a este tema. Si entendemos que se debe adaptar la Constitución a las ne-
cesidades actuales de la sociedad, resulta ilógico esperar tantas décadas para final-
mente establecer un fundamento constitucional.
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O d e t t e  M e n d o z a  B e c e r r i l 1

La inteligencia artificial (IA) ha irrumpido en nuestras vidas con una 
fuerza imparable, transformando la manera en que interactuamos con el 
mundo y entre nosotros. Su capacidad para generar imágenes sintéticas, 
indistinguibles de la realidad, abre un abanico de posibilidades creativas y 
tecnológicas sin precedentes. Sin embargo, esta revolución digital también 
plantea desafíos éticos y legales que exigen una respuesta urgente por 
parte de nuestros legisladores. En México, la ausencia de un marco jurídico 
específico para regular el uso de la IA en la creación de imágenes ha generado 
un vacío legal que amenaza con dejar a los ciudadanos desprotegidos frente 
a los potenciales abusos de esta tecnología.

Uno de los riesgos más evidentes es la proliferación de deepfakes, imágenes manipula-
das con IA que pueden utilizarse para difamar, extorsionar o suplantar la identidad 
de las personas, así como generar violencia de género. La facilidad con que se pueden 
crear y difundir estas falsificaciones representa una amenaza real para la reputación, 
la privacidad e incluso la seguridad de los individuos. Imaginemos el impacto de un 
video falso que muestre a un político pronunciando un discurso incendiario o a una 
figura pública cometiendo un acto ilegal. Las consecuencias podrían ser devastado-
ras, tanto a nivel personal como social.

A pesar de la gravedad de estas amenazas, la legislación mexicana aún no ha logrado 
adaptarse a la velocidad de los avances tecnológicos. Si bien existen leyes que prote-
gen el derecho a la imagen y la privacidad, estas no contemplan las particularidades 
de las imágenes generadas por IA. Por ejemplo, la Ley Federal del Derecho de Autor 
no establece claramente quién es el titular de los derechos sobre una imagen creada 
por un algoritmo. ¿Es el desarrollador del software, el usuario que introduce los datos 
o la propia IA? Esta ambigüedad legal genera incertidumbre y dificulta la persecu-
ción de los delitos relacionados con la manipulación de imágenes.

Otro vacío legal preocupante se refiere a la responsabilidad civil por los daños cau-
sados por el uso indebido de la IA en la generación de imágenes. ¿Quién es respon-
sable si una imagen sintética difamatoria arruina la reputación de una persona o si 
un algoritmo de reconocimiento facial discrimina a un grupo étnico? La falta de cla-

1   Profesora e Investigadora de la Universidad Autónoma Metropolitana, Cuajimalpa. México. Correo electrónico: 
omendoza@cua.uam.mx 
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ridad en este aspecto deja a las víctimas sin un camino claro para obtener justicia 
y reparación.

Ante este panorama, urge que el Congreso Mexicano tome medidas para llenar los 
vacíos legales existentes y garantizar la protección de los ciudadanos en la era de la 
IA; es necesario crear un marco regulatorio específico que aborde las particulari-
dades de la creación y el uso de imágenes sintéticas, estableciendo mecanismos de 
control y sanción para prevenir los abusos y proteger los derechos fundamentales 
de las personas.

Esta nueva legislación debería, entre otras cosas:

	- Definir claramente la titularidad de los derechos de autor sobre las imágenes 
generadas por IA.

	- Establecer mecanismos para la identificación y autenticación de las imágenes 
sintéticas.

	- Regular el uso de la IA en la creación de deepfakes y otras formas de manipula-
ción de imágenes.

	- Determinar la responsabilidad civil por los daños causados por el uso indebido 
de la IA en la generación de imágenes.

	- Promover la educación y la concienciación sobre los riesgos y beneficios de la 
IA en el ámbito de la imagen.

No se trata de frenar el desarrollo tecnológico, sino de garantizar que la IA se utilice 
de forma responsable y ética, en beneficio de la sociedad. La creación de un mar-
co legal sólido y actualizado es fundamental para proteger a los ciudadanos de los 
posibles abusos, y asegurar que la revolución de la IA se traduzca en un progreso 
real para México.

La tarea no es fácil, pero es impostergable. Es necesario un debate amplio y partici-
pativo que involucre a expertos en tecnología, juristas, legisladores y representantes 
de la sociedad civil. Sólo así podremos construir un marco legal que esté a la altura de 
los desafíos que plantea la IA y que garantice un futuro justo y equitativo para todos.

En conclusión, la IA tiene el potencial de transformar nuestra sociedad de maneras 
que aún no podemos imaginar. Sin embargo, para que esta transformación sea po-
sitiva, es indispensable que la ley acompañe el ritmo del avance tecnológico. Llenar 
los vacíos legales existentes en México es un paso crucial para garantizar que la IA 
se utilice de forma responsable y ética, protegiendo los derechos de los ciudadanos 
y promoviendo un futuro más justo para todos.
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Introducción

El pasado 31 de diciembre del 2024 se publicó en el Diario Oficial de la 
Federación una reforma al párrafo segundo de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos en materia de prisión preventiva oficiosa,2 la 
tercera en su clase desde la implementación constitucional de esta figura 
en el año 2008.

La reforma adicionó al texto constitucional una lista de delitos y una restricción de 
interpretación en los siguientes términos:

...extorsión, delitos previstos en las leyes aplicables cometidos para la ilegal introducción 
y desvío, producción, preparación, enajenación, adquisición, importación, exportación, 
transportación almacenamiento y distribución de precursores químicos y sustancias quí-
micas esenciales, drogas sintéticas, fentanilo y derivados, contrabando y cualquier activi-
dad relacionada con falsos comprobantes fiscales, en los términos fijados por la ley. Para 
la interpretación y aplicación de las normas previstas en este párrafo, los órganos del 
Estado deberán atenerse a su literalidad, quedando prohibida cualquier interpretación 
análoga o extensiva que pretenda inaplicar, suspender, modificar o hacer nugatorios sus 
términos o su vigencia, ya sea de manera total o parcial.3

Se trata de una reforma que, como sus predecesoras, se basa en una política criminal 
que busca garantizar diversos fines del Estado como la paz, seguridad, salud, etcéte-
ra. Es y seguirá siendo reprochada por toda la comunidad jurídica nacional e interna-
cional,4 y muy probablemente, también fracasará en su pobre intento de restablecer 
la confianza de la sociedad en las instituciones encargadas de la procuración de jus-
ticia de nuestro país.

1   Un agradecimiento especial para el abogado Daniel Vega Tavares y la abogada Teresita de Jesús Vázquez Melgar.
2   Decreto por el que se reforma el párrafo segundo del artículo 19 de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos en materia de prisión preventiva oficiosa, Diario Oficial de la Federación, 31 de diciembre de 2024. https://
www.dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5746525&fecha=31/12/2024#gsc.tab=0 

3   Idem.
4   Oficina del Alto Comisionado, Alto Comisionado de la ONU para los Derechos Humanos preocupados por la ampliación de la 

prisión preventiva oficiosa, México, Naciones Unidas, 22 de noviembre de 2024. https://hchr.org.mx/comunicados/
mexico-alto-comisionado-de-la-onu-para-los-derechos-humanos-preocupado-por-la-ampliacion-de-la-prision-pre-
ventiva-oficiosa/ 

Pasado, presente y futuro 
de la prisión preventiva oficiosa 

en México



2

Antecedentes constitucionales de la prisión preventiva oficiosa

El 18 de junio del 2008 se publicó la reforma constitucional que cambió, estable-
ció y sentó las bases del sistema de justicia penal acusatorio y oral en nuestro país, 
introduciendo en el párrafo segundo del artículo 19 constitucional la prisión pre-
ventiva oficiosa.5 La prisión preventiva es una medida cautelar que sólo puede ser 
impuesta por un juez de control y consiste en privar de la libertad a una persona 
mientras se desarrolla una investigación en su contra.6 Esta medida cautelar es de 
aplicación extraordinaria, pues sólo se puede imponer cuando se justifica que los 
demás mecanismos que existen no son suficientes para evitar un riesgo de fuga, a la 
investigación o a la víctima u ofendido, testigos o a la comunidad.7 Ahora bien, la 
prisión preventiva oficiosa creada por el Poder Legislativo rompe con estas reglas, 
pues basta con que este órgano coloque algún delito en el segundo párrafo del artí-
culo 19 de la Constitución para que, en automático, cualquier juez de control deba 
imponer esta medida cautelar sin mediar debate alguno. Es evidente que viola múl-
tiples derechos humanos, como la presunción de inocencia, así como los principios 
que rigen nuestro sistema jurídico penal, como el de contradicción, por lo que ha 
sido fuertemente criticada desde su incorporación.8 Aun así, el 4 de junio de 20119 
y el 12 de abril de 201910 se publicaron dos reformas que añadieron nuevos delitos 
a este controvertido catálogo.

Es claro que viola derechos humanos, pero… ¿funcionará?

En la exposición de motivos de la iniciativa que terminó por reformar la Constitu-
ción el 31 de diciembre del 2024, encontramos que tiene la finalidad de prevenir y 
combatir los delitos que se agregaron.11

Tomando en cuenta el contenido de esta reforma, su intención preventiva da a en-
tender que, por el sólo hecho de que un delito sea de prisión preventiva oficiosa, 
disuadirá a las personas que pretendan cometerlos. Por otro lado, la estrategia se 
basa en la creencia de que las fiscalías podrán investigar a los sujetos que probable-
mente los hayan cometido o participado en su comisión mientras éstos permanecen 
privados de su libertad. Sin embargo, al comparar estas finalidades con la realidad 
jurídica actual y de la última década encontramos que:

5   Decreto por el que se reforman y adicionan diversas disposiciones de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos, Diario Oficial de la Federación, 18 de junio de 2008. https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/
ref/dof/CPEUM_ref_180_18jun08_ima.pdf  

6   Artículo 155, fracción XIV y artículo 157, Código Nacional de Procedimientos Penales, Diario Oficial de la Federación.
7   Ibidem, artículos 167-170.
8   Oficina del Alto Comisionado, Observaciones de la ONU-DH sobre la regulación de la prisión preventiva oficiosa, México, 

Naciones Unidas, agosto de 2022. https://hchr.org.mx/wp/wp-content/uploads/2024/08/2024-08-Observa-
ciones-sobre-la-Prision-Preventiva-Oficiosa.pdf  

9   Decreto por el que se reforman los artículos 19, 20 y 73 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos, Diario Oficial de la Federación, 14 de julio de 2011. https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/ref/dof/
CPEUM_ref_195_14jul11.pdf  

10   Decreto por el que se declara reformado el Artículo 19 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos, en materia de prisión preventiva oficiosa, Diario Oficial de la Federación, 12 de abril de 2019. https://www.
diputados.gob.mx/LeyesBiblio/ref/dof/CPEUM_ref_236_12abr19.pdf  

11   Iniciativa del Ejecutivo Federal Con proyecto de decreto, por el que se reforma el artículo 19 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, en materia penal, Gaceta Parlamentaria, año XXVII, núm. 6457-5, 5 de 
febrero de 2024. https://gaceta.diputados.gob.mx/PDF/65/2024/feb/20240205-5.pdf  
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¿Prevenir?

El secuestro, un delito que ha estado en el artículo 19 constitucional desde el año 
2008, desde el 2012 al 2023 nunca ha bajado de los 64 mil casos por año, una cifra 
realmente preocupante.12 Tan sólo en el 2023, en todo México ocurrieron 89,056 
secuestros según el INEGI,13 de los cuales sólo en 463 casos existe una carpeta de 
investigación, según la Secretaría de Seguridad y Protección Ciudadana.14 

Otro caso similar es el de robo en casa habitación, un delito de prisión preventi-
va oficiosa desde el año 2019, que desde esa fecha hasta 2023 nunca ha bajado de 
1,704 casos por cada 100,000 habitantes al año.15 En 2023 se registraron 1742 ca-
sos por cada 100,000 habitantes a nivel nacional según el INEGI,16 de los cuales 
sólo 54,632 tienen una carpeta de investigación según la Secretaría de Seguridad y 
Protección Ciudadana.17

En general, el número de carpetas de investigación de los delitos que ya conforma-
ban el catálogo de prisión preventiva oficiosa han aumentado o se han mantenido 
en cifras muy elevadas, según los reportes de incidencia delictiva del fuero común, 
elaborados desde el 2015.18 A este aumento y constante índice delictivo debe su-
marse la enorme cantidad de cifra negra, delitos no investigados, que ha existido a 
lo largo de los años. Según datos del INEGI, del 2012 al 2023 el porcentaje de de-
litos no investigados en nuestro país nunca ha sido menor al 92 %.19

Tan sólo en 2023 ocurrieron un total de 31.3 millones de delitos del fuero común, 
de los cuales únicamente un 10.4 % se denunciaron, y sólo en el 68 % de los casos 
se abrió una carpeta de investigación.20 De ese 68 %, el 47.9 % de los casos la car-
peta de investigación resultó en “nada”, y sólo en un 3.5 %, 77,473 delitos, de los 
31.3 millones, hubo una reparación del daño a la o las víctimas u ofendidos.21

Respecto a esta cifra negra, es importante añadir que de cada 100 personas que 
deciden no denunciar un delito, 60 no lo hacen por causas atribuibles a las autori-

12   INEGI, Encuesta nacional de victimización y percepción sobre seguridad pública (ENVIPE), septiembre de 
2024. https://www.inegi.org.mx/contenidos/saladeprensa/boletines/2024/ENVIPE/ENVIPE_24.pdf  

13   Idem.
14   Secretaría de Seguridad y Protección Ciudadana y Secretariado Ejecutivo del Sistema Nacional de Seguridad 

Pública, Incidencia delictiva del fuero común 2023, 20 de diciembre del 2024. https://www.gob.mx/sesnsp/
acciones-y-programas/incidencia-delictiva-del-fuero-comun-nueva-metodologia?state=published 

15   INEGI, Encuesta nacional de victimización y percepción sobre seguridad pública (ENVIPE), años 2019-2024. 
https://www.inegi.org.mx/programas/envipe/2024/ 

16   INEGI, Encuesta nacional de victimización y percepción sobre seguridad pública (ENVIPE), 2024. https://
www.inegi.org.mx/contenidos/saladeprensa/boletines/2024/ENVIPE/ENVIPE_24.pdf  

17   Secretaría de Seguridad y Protección Ciudadana, Secretariado Ejecutivo del Sistema Nacional de Seguridad 
Pública, Incidencia delictiva del fuero común 2023, 20 de diciembre del 2024. https://www.gob.mx/sesnsp/
acciones-y-programas/incidencia-delictiva-del-fuero-comun-nueva-metodologia?state=published 

18   Secretaría de Seguridad y Protección Ciudadana y Secretariado Ejecutivo del Sistema Nacional de Seguridad Pública, 
Incidencia delictiva del fuero común 2015 al 2024, 20 de octubre del 2023 al 20 de diciembre del 2024. https://www.gob.
mx/sesnsp/acciones-y-programas/incidencia-delictiva-del-fuero-comun-nueva-metodologia?state=published 

19   INEGI, Encuesta nacional de victimización y percepción sobre seguridad pública (ENVIPE), septiembre de 
2024, https://www.inegi.org.mx/contenidos/saladeprensa/boletines/2024/ENVIPE/ENVIPE_24.pdf  

20   Idem.
21   Idem. 
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dades, entre algunas de ellas está la desconfianza, la pérdida de tiempo y desgaste 
que implica un proceso legal.22

Estadística y objetivamente podemos decir que incluir un delito en el segundo pá-
rrafo del artículo 19 de la Constitución no hace que la incidencia de ese delito baje, 
por lo que no es una herramienta efectiva si lo que se busca es disuadir a las perso-
nas de cometerlos. En este mismo orden de ideas, la implementación de la prisión 
preventiva oficiosa tampoco ha contribuido en mejorar la confianza que las perso-
nas tienen de las autoridades.

¿Combatir?

El artículo 20 apartado B fracción IX de la Constitución señala que la prisión pre-
ventiva justificada u oficiosa no puede durar más de 2 años.23 A menos que el mi-
nisterio público justifique su continuidad debido a la complejidad del asunto, la 
actividad procesal del interesado y la conducta de las autoridades.24 

No existen cifras de cuántas personas han sido liberadas luego de haber estado más 
de dos años en prisión preventiva oficiosa. De existir nos ayudarían a probar direc-
tamente que la gran mayoría de las personas que son privadas de la libertad por 
prisión preventiva oficiosa salen libres luego de dos años —o más— sin que exista 
una sentencia en su contra, es decir, continúan el proceso en libertad.

Lo que sí podemos demostrar es que estadísticamente las fiscalías no están hacien-
do un buen trabajo investigando y persiguiendo los delitos, incluyendo aquellos que 
ameritan prisión preventiva oficiosa. Especialmente considerando lo siguiente:

En el año 2023, en todas las fiscalías de los estados se iniciaron un total de 2,173,506 
carpetas de investigación.25 En ese mismo año, se registró que había un total de 
14,150 agentes del ministerio público en función en todas las fiscalías de los esta-
dos.26 Comparando ambos datos, podemos decir que cada agente del ministerio pú-
blico debería hacerse cargo aproximadamente de 153 carpetas de investigación tan 
solo del año 2023, lo cual por sí sólo ya es imposible de llevar adecuadamente por 
una sola persona.

Aunado a esto, encontramos que, en 2023, todas las fiscalías de México cerraron 
un total de 219,705 carpetas de investigación equivalente a un 10.1 % de los asun-
tos que iniciaron ese mismo año. Estadísticamente hablando y en la realidad, como 
abogados podemos apreciar que es claro que los agentes del ministerio público tie-

22   Idem.  
23   Artículo 20, apartado B fracción IX, Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.
24   Tesis [J.] PR.P.T.CN. J/6 P, Semanario Judicial de la Federación, Décima Primera Época, t. IV, , abril de 2024, p. 3511.
25   Secretaría de Seguridad y Protección Ciudadana y Secretariado Ejecutivo del Sistema Nacio-

nal de Seguridad Pública, Incidencia delictiva del fuero común 2015 al 2024, del 20 de octu-
bre del 2023 al 20 de diciembre del 2024. https://www.gob.mx/sesnsp/acciones-y-programas/
incidencia-delictiva-del-fuero-comun-nueva-metodologia?state=published

26   INEGI, Encuesta nacional de victimización y percepción sobre seguridad pública (ENVIPE), septiembre del 
2024. https://www.inegi.org.mx/contenidos/saladeprensa/boletines/2024/ENVIPE/ENVIPE_24.pdf
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nen a su cargo una cantidad de carpetas de investigación que es humanamente im-
posible de atender equitativa y adecuadamente.

Por lo que hace a la efectividad que tienen las investigaciones que realizan las fis-
calías de nuestro país, en 2023 los poderes de los estados iniciaron 254,535 causas 
penales.27 Ese mismo año se dieron por concluidas un total de 124,021 causas pe-
nales,28 de las cuales sólo 51,088 fueron a través de una solución alterna cumplida y 
una sentencia condenatoria firme. Así pues, en contraste, en 2023, de las 2,173,506 
carpetas de investigación que iniciaron las fiscalías, sólo el 0.43 % de esa cantidad 
representa las carpetas de investigación que fueron capaces de judicializar y obte-
ner una determinación favorable para la víctima u ofendido.

Como se dijo al principio, las fiscalías no están realizando un buen trabajo de inves-
tigación; sin embargo, esto se debe a que no tienen los suficientes recursos humanos 
para hacerlo bien.

Problemáticas

En el 2023 los centros penitenciarios estatales de todos nuestro país reportaron un 
promedio de tasa de ocupación del 105.9 % de los lugares que tienen disponibles, 
una evidente sobrepoblación.29 Es bien sabido que este fenómeno va en contra de 
las bases de organización del sistema penitenciario para lograr la reinserción so-
cial.30 A finales del 2023, había 212,425 personas privadas de su libertad en los cen-
tros penitenciarios estatales, de las cuales 38,534 estaban ahí debido a la prisión 
preventiva oficiosa, es decir, 18.14 % del total de los internos.31 Con la inclusión de 
nuevos delitos en el segundo párrafo del artículo 19 de la Constitución, es lógico 
pensar que habrá una mayor sobrepoblación de los centros penitenciarios estatales.

Propuestas

Eliminar la prisión preventiva oficiosa garantizaría el respeto a los derechos huma-
nos y a los principios que rigen el proceso penal. Provocaría una disminución en los 
porcentajes de sobrepoblación en los centros penitenciarios. Dependiendo de esa 
disminución, los estados y la federación podrían mantener durante algunos ejerci-
cios fiscales el presupuesto anual que le dan a los centros penitenciarios.

Si lo que el Estado pretende es disuadir a una persona de cometer un delito, se de-
ben combatir los que ya se han cometido y ejecutar acciones que realmente estén 
encaminadas a bajar los índices delictivos. El Estado debería invertir en las fiscalías 
locales, contratar más agentes del ministerio público, capacitarlos y construir un 
esquema de especialización donde un agente del ministerio público se encargue de 

27   Idem.
28   Idem.
29   INEGI, Censo nacional de sistema penitenciario federal y estatales 2024, 18 de junio del 2024. https://www.

inegi.org.mx/contenidos/programas/cnsipee/2024/doc/cnsipee_2024_resultados.pdf  
30   Noel Rodríguez, María, Hacinamiento penitenciario en América Latina: causas y estrategias para su reducción, 

México, Comisión Nacional de los Derechos Humanos, 2015, p. 16.
31   INEGI, Censo nacional de sistema penitenciario federal y estatales 2024, 18 de junio del 2024. https://www.

inegi.org.mx/contenidos/programas/cnsipee/2024/doc/cnsipee_2024_resultados.pdf
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una o dos tareas determinadas. Esto elevaría las probabilidades de que esa persona 
realice un buen trabajo en aquello que se enfoca.

Actualmente, además de la enorme carga de trabajo que tiene un sólo agente del 
ministerio público, deben dividir su tiempo y esfuerzo en cuatro tareas sumamen-
te complejas y absorbentes de tiempo, esfuerzo y concentración: recibir denuncias, 
atender a todos los usuarios, dirigir la investigación y prepararla para luego desaho-
gar las audiencias.

Si se eleva considerablemente el número de personal necesario en las fiscalías y 
se organizan y administran adecuadamente, tendrían un mejor desempeño en sus 
funciones. Claro está que las condiciones de trabajo deben ser óptimas para poder 
esperar un buen resultado de estas personas, es decir, buen salario, prestaciones, ho-
rarios de trabajo adecuados y proporcionarles todo aquello que necesiten.

¿Son costeables las propuestas?

Hay muchos programas —sobre todo federales— donde el Estado invierte dema-
siado dinero que podría ser empleado para mejorar las fiscalías de los estados; por 
ejemplo, el programa “Jóvenes escribiendo el futuro”, que no garantiza trabajos fi-
jos porque el apoyo sólo dura un año. Este año (2025), ha recibido un presupuesto 
superior a los mil 200 millones de pesos.32 Los programas de asistencialismo social 
en nuestro país, que corresponden a cuatro becas o apoyos, suman más de 81,300 
millones de pesos.33 Mientras tanto, uno de los presupuestos más bajos para el 2025 
de todas nuestras fiscalías es el de Sinaloa, con 1,140 millones de pesos.34

Aumentar el personal capacitado y mejorar el manejo de las fiscalías significa dar 
un paso que realmente eleva las probabilidades de conseguir los resultados que es-
peramos, frente a la realidad que vivimos.

“La locura es hacer lo mismo una y otra vez y esperar resultados diferentes”
Albert Einstein

32   Presupuesto de egresos de la federación para el ejercicio fiscal 2025, Diario Oficial de la Federación, 24 de diciembre 
del 2024. https://dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5746127&fecha=24/12/2024#gsc.tab=0 

33   Idem. 
34   Congreso del Estado Libre y Soberano de Sinaloa, Ley de Ingresos y Presupuesto de Egresos del Estado de Sina-

loa para el ejercicio fiscal del año 2025, 17 de diciembre del 2024. https://gaceta.congresosinaloa.gob.mx:3001/
pdfs/decretos/65/Decreto_53.pdf  
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La era digital ha transformado radicalmente la forma en que interactuamos, 
nos comunicamos y accedemos a la información. El ciberespacio se ha 
convertido en un nuevo espacio público donde se desarrollan actividades 
sociales, económicas y políticas fundamentales para la vida moderna. Sin 
embargo, esta revolución tecnológica también ha planteado nuevos desafíos 
para la protección de los derechos humanos, que impulsa la necesidad de 
reconocer y garantizar los derechos digitales como parte de una emergente 
sexta generación de derechos.

Los derechos digitales no son una categoría aparte, sino una extensión de los dere-
chos humanos fundamentales al ámbito digital, que incluyen el derecho al acceso a 
Internet, la libertad de expresión en línea, el derecho a la privacidad y la protección 
de datos personales, entre otros. Estos derechos son esenciales para asegurar que la 
tecnología digital se utilice para empoderar a las personas y promover el desarrollo 
humano, en lugar de perpetuar desigualdades o socavar libertades fundamentales.

El acceso a Internet se ha convertido en una condición indispensable para la parti-
cipación plena en la sociedad moderna; que permite el acceso a la información, la 
educación, la cultura, el trabajo y la participación política. Sin embargo, la brecha 
digital persiste y excluye a millones de personas de los beneficios de la era digital. Ga-
rantizar el acceso universal y asequible a Internet es un imperativo de justicia social 
y un requisito para el ejercicio efectivo de otros derechos digitales.
La libertad de expresión en línea es crucial para el intercambio de ideas, la delibe-
ración pública y la rendición de cuentas. El ciberespacio ofrece un espacio para el 
debate abierto y la participación ciudadana; pero también presenta riesgos de censu-
ra, vigilancia y manipulación. Proteger la libertad de expresión en línea requiere un 
equilibrio entre la lucha contra los discursos de odio y la desinformación, y la garan-
tía de un espacio libre para la expresión crítica y el disenso.

La privacidad y la protección de datos personales son esenciales en la era digital, 
donde la información personal se recopila, almacena y procesa a gran escala. El uso 
indebido de los datos personales puede tener graves consecuencias para la vida de las 
personas, desde la discriminación hasta el robo de identidad. Garantizar la privaci-

1  https://orcid.org/0000-0001-9425-2433
Universidad Autónoma Metropolitana, Cuajimalpa. México. Correo electrónico: omendoza@cua.uam.mx
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dad y la protección de datos requiere marcos legales robustos, transparencia en el 
manejo de la información y el empoderamiento de las personas para controlar sus 
propios datos.

La sexta generación de derechos humanos se caracteriza por su enfoque en la 
protección de la dignidad humana en un mundo globalizado y tecnológicamente 
interconectado. Los derechos digitales son un componente central de esta nueva ge-
neración, que reconoce la importancia del ciberespacio como un espacio vital para 
el desarrollo humano y la realización de los derechos fundamentales.

A medida que la tecnología digital continúa evolucionando, también lo hacen los 
desafíos para la protección de los derechos humanos. La inteligencia artificial, la 
biotecnología, el metaverso y otras tecnologías emergentes plantean nuevas pre-
guntas sobre la privacidad, la autonomía y la igualdad. La sexta generación de de-
rechos humanos debe abordar estos desafíos, y asegurar que la tecnología se utilice 
para promover el bienestar humano y no para socavarlo.

La protección de los derechos digitales requiere la cooperación internacional, la 
participación de múltiples actores y un enfoque centrado en las personas. Los go-
biernos, las empresas tecnológicas, la sociedad civil y los individuos tienen un papel 
que desempeñar en la construcción de un ciberespacio seguro, inclusivo y respetuo-
so de los derechos humanos.

Más allá de estos derechos fundamentales, la sexta generación exige una mirada 
crítica hacia las nuevas tecnologías y sus implicaciones. La inteligencia artificial 
(IA), por ejemplo, plantea desafíos éticos y legales complejos. ¿Cómo garantizar 
la no discriminación en algoritmos que toman decisiones automatizadas? ¿Cómo 
proteger la privacidad frente a sistemas de reconocimiento facial y análisis de datos 
masivos? La sexta generación nos llama a desarrollar marcos regulatorios que pro-
muevan la IA ética, transparente y al servicio del bienestar humano.

Otro desafío clave es la protección frente a la manipulación y la desinformación 
en línea. Las fake news y la propaganda comprometen la formación de una opinión 
pública libre e informada, que impacta los procesos democráticos y la cohesión so-
cial. La sexta generación promueve la alfabetización digital y el desarrollo de pen-
samiento crítico, para que los ciudadanos puedan navegar en el ciberespacio de 
forma responsable y discernir la información veraz.

Asimismo, la brecha digital se configura como una nueva forma de desigualdad so-
cial. El acceso desigual a Internet y a las tecnologías de la información perpetúa 
la marginación de grupos vulnerables, lo que limita sus oportunidades educativas, 
laborales y de participación ciudadana. La sexta generación impulsa políticas pú-
blicas que garantizan la inclusión digital, con especial atención a las zonas rurales, 
personas mayores y grupos con discapacidad.

La ciberseguridad también es un componente esencial de la sexta generación. A 
medida que nuestras vidas se digitalizan, nos volvemos más vulnerables a los cibe-
rataques, que comprometen datos sensibles, infraestructuras críticas y la seguridad 
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nacional. Fortalecer la ciberseguridad, tanto a nivel individual como colecti-
vo, es crucial para proteger los derechos digitales y garantizar la confianza en el 
ciberespacio.

La sexta generación no se limita a reclamar nuevos derechos, sino que reinterpreta 
los derechos existentes a la luz de los desafíos digitales. El derecho a la educación, 
por ejemplo, se amplía para incluir la alfabetización digital y el acceso a las tecno-
logías educativas. El derecho al trabajo se ve impactado por la automatización y la 
economía digital, lo que demanda nuevas formas de protección social y capacita-
ción para los trabajadores.

En definitiva, la sexta generación de derechos humanos nos invita a repensar la re-
lación entre tecnología y sociedad. No se trata de demonizar la tecnología, sino de 
utilizarla como herramienta para el progreso humano, para garantizar que su desa-
rrollo se oriente al bienestar común y al respeto de la dignidad humana. El ciberes-
pacio es un espacio de oportunidades, pero también de riesgos. La sexta generación 
nos llama a construir un ciberespacio más justo, inclusivo y democrático, donde los 
derechos digitales sean una realidad para todos.

Para profundizar aún más en el desarrollo de la sexta generación de derechos hu-
manos en el ciberespacio es crucial analizar las implicaciones de la tecnología en 
la construcción de la identidad y la ciudadanía. Las plataformas digitales se han 
convertido en espacios de socialización, donde se construyen identidades virtuales 
y se establecen relaciones sociales. La sexta generación debe velar por que estos es-
pacios sean inclusivos, seguros y respetuosos de la diversidad, donde se prevenga el 
ciberacoso, la discriminación y la exclusión.

Asimismo, la participación ciudadana se ve transformada por las herramientas di-
gitales. Las redes sociales, las plataformas de petición en línea y otras herramientas 
facilitan la movilización social, el activismo y la incidencia política. La sexta gene-
ración debe garantizar que estos espacios digitales sean canales efectivos para la 
participación democrática, y se promueva la transparencia, la rendición de cuentas 
y el acceso a la información pública.

Otro aspecto relevante es la protección de la creatividad y la innovación en el en-
torno digital. El acceso a la cultura, la educación y el conocimiento se ve facilitado 
por las tecnologías digitales, pero también plantea desafíos en torno a los derechos 
de autor y la propiedad intelectual. La sexta generación busca un equilibrio entre 
la protección de los creadores y el fomento del acceso al conocimiento y la cultura 
en el ciberespacio.

La gobernanza de Internet es otro tema central en la sexta generación. ¿Quién 
debe regular el ciberespacio? ¿Cómo se puede garantizar la cooperación interna-
cional en un entorno tan descentralizado? La sexta generación promueve un mo-
delo de gobernanza de Internet multilateral, democrático y participativo, donde los 
diferentes actores (gobiernos, empresas, sociedad civil) trabajen juntos para cons-
truir un ciberespacio global, abierto y respetuoso de los derechos humanos.
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La sexta generación de derechos humanos nos invita a una reflexión ética sobre el 
futuro de la humanidad en la era digital. ¿Cómo asegurar que la tecnología se uti-
lice para el bien común y no para la desigualdad o la opresión? ¿Cómo proteger la 
dignidad humana en un mundo cada vez más tecnificado? La sexta generación nos 
llama a ser ciudadanos digitales responsables, conscientes de nuestros derechos y 
obligaciones en el ciberespacio, y comprometidos con la construcción de un futuro 
digital más justo, libre y humano.

Para seguir ahondando en la sexta generación de derechos humanos y su impacto 
en el ciberespacio, debemos considerar también la dimensión internacional de estos 
derechos. La naturaleza global de Internet desafía las fronteras nacionales y exige 
la cooperación internacional para garantizar la protección de los derechos digita-
les en todo el mundo. Esto implica la creación de marcos legales y mecanismos de 
cooperación entre los países para abordar problemáticas como la ciberdelincuen-
cia, la protección de datos transfronteriza y la gobernanza de Internet. Organismos 
internacionales como la ONU juegan un papel crucial en la promoción de estánda-
res globales y la facilitación del diálogo entre Estados para abordar estos desafíos.
Además, la sexta generación nos interpela a considerar la diversidad cultural en 
el ciberespacio. Internet ha facilitado el intercambio cultural y la comunicación 
intercultural, pero también ha generado tensiones en torno a la protección de las 
identidades culturales y la diversidad lingüística. La sexta generación promueve un 
ciberespacio inclusivo y plural, donde se respeten las diferentes culturas y se pro-
mueva el diálogo intercultural.

Otro aspecto por considerar es la relación entre la sexta generación de derechos 
humanos y el desarrollo sostenible. Las tecnologías digitales tienen un papel impor-
tante que desempeñar en la lucha contra el cambio climático, la promoción de la 
eficiencia energética y la construcción de sociedades más sostenibles. La sexta ge-
neración promueve el uso responsable de las tecnologías digitales para el desarrollo 
sostenible, para garantizar que su implementación no genere nuevos impactos am-
bientales o sociales negativos.

En conclusión, la sexta generación de derechos humanos representa un avance 
significativo en la protección de la dignidad humana en la era digital. Abarca una 
amplia gama de derechos y libertades en el ciberespacio, desde el acceso a Internet 
y la libertad de expresión hasta la privacidad, la seguridad y la participación ciuda-
dana. Su implementación requiere la cooperación internacional, la participación 
de múltiples actores y un enfoque ético y responsable hacia la tecnología. La sexta 
generación nos llama a construir un futuro digital más justo, inclusivo y sostenible, 
donde la tecnología esté al servicio del bienestar humano y la realización de los de-
rechos fundamentales.
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Dentro del contexto de la actual, y la constante construcción del Estado 
constitucional de derecho en México —reforma en materia de derechos 
humanos, 2011—, se encuentra inmerso y aun desarrollándose el Sistema 
Penal, Acusatorio, Adversarial y Oral —reforma en materia de justicia 
penal y seguridad, 2008—. Sin embargo, a la fecha vienen siendo necesarias 
y útiles algunas reflexiones en torno a su implementación, por lo que cabe 
señalar la formula histórica que bien elabora García Ramírez, sobre el 
pasado, presente y porvenir en cuanto a los dinamismos de los sistemas de 
justicia penal.2

Un sistema penal se compone de diversas variables y configuraciones; sus componen-
tes, fines, alcances, e ideología (derecho penal del enemigo, garantismo, entre más), ade-
más de que se articula con dimensiones sociales, políticas, entre más; y es que desde 
lo histórico hemos podido observar al menos las características únicamente de dos 
sistemáticas en torno al derecho procesal penal, siendo la de corte acusatorio (y más 
antigua), así como la inquisitorial. 

La dinámica procesal acusatoria surge desde el desarrollo del pensamiento griego, y 
al menos en el modelo de gobierno inglés —common law— se ha mantenido sin ser en 
algún momento histórico de corte inquisitivo; y que, si bien en la actualidad existe la 
diferenciación entre dicho bloque y los países latinoamericanos, al modo de asumir 
el sistema de enjuiciamiento penal en esa forma, sus caracteres lo conforman, entre 
otros en: a) que una persona puede acudir a activar el aparato procesal penal, es de-
cir, acusar; b) que existe una división entre las funciones de acusar e investigar, defen-
der o abogar, así como juzgar y deliberar un resultado de condena o absolución; c) las 
partes técnicas tienen un nivel igualitario y pueden confrontarse de manera jurídica y 
cívica, es decir, son partes adversarios; d) la herramienta principal para el desenvolvien-
do de la metodología de audiencias es la oralidad, y e) además goza de un contenido 
de garantías y derechos hacia las partes materiales, tanto para acusada como victimal.

De manera antagónica, la segunda sistemática procesal penal es opuesta a los ejes 
anteriormente diseñados, por lo que sus caracteres son que: a) es el Estado quien im-

1   Maestro en derecho constitucional y amparo por la Universidad Iberoamericana y el Instituto de Investigaciones 
Jurídicas, UNAM, México. Máster en derecho procesal penal avanzado por la Universitat de Barcelona, España. 
Correo electrónico: luismartin01@live.com 
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pulsa la persecución criminal; b) un sólo órgano de poder puede concentrar las fun-
ciones de acusar, investigar y sentenciar; 3) existe una desigualdad procesal, ya que 
por ejemplo la figura judicial y ministerial pueden conformar un mismo bloque; d) 
los procesos son laxos y se basan en el expediente por lo que es preponderantemen-
te de rasgos escritos, y e) el rango de derechos hacia la parte acusada es limitada, 
incluso no se resalta la necesidad de la reparación del daño en cuanto a la víctima.3

Ahora bien, a la altura de la Revolución francesa y desarrollo del pensamiento ilus-
trado se imbricaron ambos sistemas, para formar uno conocido como mixto, mismo 
que perduro en nuestro país hasta antes de la reforma en materia de justicia penal 
y seguridad, publicada en el Diario Oficial de la Federación el 18 de junio de 2008. Y 
fue así que, con base en la ola de reformas procesales de países latinoamericanos, 
generadas entre 1991 a 2008, que el Estado mexicano genero dicha transformación 
también.

Es así que, desde la necesidad de hacer reflexiones en torno a como se ha desarro-
llado la sistemática procesal acusatoria en nuestros días, cuasi a la par, e inmersa en 
la también construcción del Estado constitucional; ello desde la competencia del 
Estado mexicano, que al menos podemos postular observaciones en torno al presente 
y después de mirar al pasado.

De esta manera, podemos ir apreciando que, si bien desde los postulados se ha 
equilibrado la balanza en cuanto a los intereses jurídicos de la víctima, debería ver-
se si dichos derechos están en plena efectividad, incluso desde la altura que podría 
desarrollarse la figura de la asesoría jurídica. 

Otra cuestión que viene a observarse es la recién reforma —31 de diciembre del 
2024— sobre el tópico de la prisión preventiva oficiosa, tema que había sido superada 
desde el pronunciamiento convencional de la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos (Caso Tzompaxtle Tecpile y otros vs México), pero que ahora, desde la amplia-
ción del catálogo de delitos que ameriten dicho tipo de prisión y la generación de 
interpretaciones restrictivas a este aspecto, sin diagnósticos adecuados y con moti-
vaciones de rango subjetivo en su construcción legislativa, afecta a la progresividad 
de la sistemática procesal penal contemporánea, como por ejemplo en relación al 
principio de presunción de inocencia, entre otros aspectos.

Es de observar, a modo de prospectiva, que una temática que podría nutrir el por-
venir sería la cuestión de ir desde la libre valoración probatoria al racionamiento 
probatorio, con exigencias más adecuadas a la motivación sobre testimonios, docu-
mentos y periciales. 
	 Se suma también la idea de que pudiera existir un diagnóstico sobre el esta-
do actual de lo hablado, que pudiera identificar los delitos con mayor incidencia y 
articular una estrategia desde tópicos más contemporáneos, por ejemplo, la seguri-
dad ciudadana y humana, más allá de la seguridad pública o nacional —hablando 
conceptualmente—, y así, ver desde la integralidad que pudiera darse entre proce-
so penal y políticas públicas, por ejemplo.

3   Ponce Villa, Mariela, La epistemología del procedimiento penal y acusatorio, Querétaro, Instituto de Estudios Constitucio-
nales del Estado de Querétaro, 2016, pp. 22-27.
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Para finalizar, no hay que perder de vista el posicionamiento que va teniendo la in-
teligencia artificial, y poder resignificar su aparición como herramienta al servicio 
de la justicia y no como manera de suplir la inteligencia humana, que, sin duda, 
debe participar en la compleja tarea de poder seguir construyendo un sistema penal 
a la altura de nuestros días.

¿Qué reflexiones estimas sobre el sistema el dinamismo del sistema penal acusato-
rio en México?
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En un escenario típico, una vez incorporada la famosa “Reforma Judicial” a 
las disposiciones constitucionales, procederá su inmediato cumplimiento y 
dentro de los varios mandamientos que instruyó, uno es la creación de una 
autoridad que vigilará la disciplina de los juzgadores federales —y los locales 
también mediante su respectiva autoridad— con la posibilidad de decidir, 
de forma inatacable, sobre la responsabilidad administrativa de los nuevos 
togados. Esta institución es el Tribunal de Disciplina Judicial, que con base 
en los artículos 97, párrafo cuarto, y 100, párrafos cuarto, quinto y octavo, 
de la Constitución Mexicana, puede sancionar a los jueces y magistrados de 
diversas formas, entre ellas con la destitución o inhabilitación.

Esto significa que las personas que serán escogidas por los electores en la próxima 
elección judicial podrían perder su nuevo puesto y, en ocasiones, estar impedidos de 
ocupar otro puesto en el servicio público, por ser vencidos en juicio ante esta autori-
dad, al haberse probado que sus conductas encuadran en supuestos prohibidos por 
las leyes, específicamente en lo denominado como responsabilidad administrativa; es de-
cir, en aquél juicio de reproche a servidores públicos por haber afectado la legalidad, 
honradez, lealtad, imparcialidad y eficiencia que debían observar en el desempeño de 
sus cargos. Esta responsabilidad es diferente e independiente —por sugerencia de la 
norma y por jurisprudencia de la Corte— de la “responsabilidad penal”, que se subs-
tancia en tribunales penales y se fundamenta en códigos penales y leyes especiales.

Así, será el Tribunal de Disciplina Judicial quien decida, de forma definitiva e inata-
cable, la permanencia de los juzgadores en este país acusados de cometer faltas ad-
ministrativas. Sin embargo, tal disposición constitucional es inconvencional; es decir, viola 
los tratados internacionales, y por ende, es inválida.

Para acreditar la tesis anterior basta con dos elementos:

1. Referirse a la Convención Americana sobre Derechos Humanos suscrita en 1969, 
y que fue aprobada por el Senado de la República el 18 de diciembre de 1980, bajo 
la presidencia de José López Portillo, en cuyo artículo 23.2, titulado “Derechos Po-
líticos” establece que los derechos y oportunidades de participar en la dirección de 
asuntos públicos, ser votado en elecciones libres, periódicas y auténticas, así como 

Los jueces electos por voto popular 
no podrán ser destituidos por el 
Tribunal de Disciplina Judicial
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acceder a las funciones públicas del país respectivo, sólo pueden restringirse, entre 
otras cosas, por “condena de juez competente en proceso penal”.

2. Recordar la más reciente interpretación del tratado, indicado en la sentencia del 
Caso Petro Urrego Vs. Colombia, del 8 de julio de 2020, en la que la Corte Inte-
ramericana de Derechos Humanos apuntó que, el único sentido válido del artículo 
señalado, es que la restricción de los derechos políticos nunca pueda encontrar una 
extensión tan amplia, como entender por juez una autoridad cualquiera, y por pro-
ceso penal, cualquier proceso de sanción, pues los derechos políticos, pese a no ser 
derechos absolutos, sus limitaciones o regulaciones no pueden ser discrecionales, so 
pena de ser ilegítimas, al estar acotada por el derecho internacional de los derechos 
humanos.

Para curiosidad del público, la sentencia descrita fue producida por el actual presi-
dente de Colombia, Gustavo Francisco Petro Urrego, pues él la ganó en contra del 
gobierno de su país, después de una cadena impugnativa originada por una sanción 
de inhabilitación y destitución dictada en 2013 por la Procuraduría, en un proce-
dimiento en el que se le encontró responsable administrativamente con motivo del 
manejo de un contrato de recolección de basura en la ciudad de Bogotá cuando era 
su alcalde, así como por un proceso en la Contraloría de Bogotá en 2016 por la re-
baja generalizada de las tarifas de transporte urbano.

En este sentido, en el precedente anterior quedó escrito que es incompatible con 
el contenido del tratado y con su objeto y fin, permitir a una autoridad administrativa 
disciplinaria imponer la sanción de destitución e inhabilitación de funcionarios pú-
blicos democráticamente electos (véase párrafo 98 de la sentencia), lo cual despierta 
la tentación de los defensores de este apartado de la “Reforma Judicial”, de argu-
mentar para demostrar su validez, que el Tribunal de Disciplina Judicial no es una 
autoridad administrativa, pues pertenece formalmente al Poder Judicial de la Federa-
ción —y el de las entidades federativas en su asimilación—, y realizará funciones 
materialmente jurisdiccionales y no administrativas.

Ante esta postura incorrecta, recuérdese que la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos complementó la concepción integral de estas restricciones a derechos po-
líticos con el párrafo 107 de Caso López Mendieta vs. Venezuela (2011), al sostener que 
únicamente es compatible este tipo de medidas con la Convención Americana si 
son emanadas de un proceso penal, lo cual no será lo instaurado ante y por el Tribunal 
de Disciplina Judicial, ya que pertenece su competencia a otro tipo de responsabi-
lidades de los servidores públicos.1

Las razones de la Corte Interamericana se basan en que es la propia Convención 
Americana sobre Derechos Humanos la que impide ser interpretada en cualquier 
sentido que limite los derechos en ella patentados, en mayor medida, que la forma 
prevista en su texto. Asimismo, sostiene esta postura al atribuir a las figuras de la 
democracia y los derechos políticos la posición de pilares del sistema interamerica-
no de protección a los derechos humanos, sin olvidar que la destitución de servi-

1   Véanse las tesis P. LX/96 y 2a. LXVII/2008 del Pleno y de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de 
la Nación, respectivamente.
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dores públicos electos por voto popular impacta en los derechos de los electores al 
variar la materialización de su voluntad en las urnas. A esto conviene parafrasear 
a la Corte que dijo: “la medida busca que la limitación de los derechos políticos no 
quede al arbitrio o voluntad del gobernante de turno, con el fin de proteger que la 
oposición política pueda ejercer su posición sin restricciones indebidas”.

Esto sin analizar la interacción del Tribunal de Disciplina Judicial con las garantías 
que mandatan de independencia judicial, imparcialidad y debido proceso.

Ahora bien, ¿acaso una disposición constitucional puede ser invalidada o desplazada en 
su aplicación en un caso en concreto por una norma en un tratado internacional? 
Indudablemente sí, en ciertos casos, por la convivencia de dos razones:

1. Es la propia Constitución Mexicana la que autoriza la preferencia de normas 
más protectoras a las personas, sin importar su fuente.

2. El Estado Mexicano, informada y voluntariamente, decidió incorporar a su ca-
tálogo de regulaciones estatales las disposiciones de los tratados internacionales que el 
Senado de la República aprueba o ratifica, como la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos.

En cuanto a los antecedentes puramente nacionales de este tipo de decisiones que 
destituyen funcionarios de elección, me remitiría al de la superestrella del deporte fut-
bolístico, ex gobernador de Morelos y actual diputado federal por Morena, Cuau-
htémoc Blanco, pues el 7 de noviembre de 2018, por unanimidad de cinco votos, 
la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación anuló, en la Con-
troversia Constitucional 229/2017, la medida de apremio del Tribunal Estatal de 
Conciliación y Arbitraje del Estado de Morelos en la que lo destituyó cuando era 
presidente municipal de Cuernavaca por considerar incumplido uno de sus laudos; 
la Corte reiteró que las formas, los procedimientos y las competencias de las auto-
ridades son normas infranqueables para la validez de los actos públicos.

Por último, ante la eventual objeción de tratadistas escudados en el artículo déci-
mo primero transitorio del decreto de la “Reforma Judicial”, el cual ordena ate-
nerse a su literalidad e impide interpretaciones extensivas que pretendan inaplicar 
sus términos o hacerla nugatoria total o parcialmente, sólo se citan las siguientes 
oraciones:

- “En los Estados Unidos Mexicanos todas las personas gozarán de los derechos hu-
manos reconocidos en esta Constitución y en los tratados internacionales de los que 
el Estado Mexicano sea parte...”. (Constitución Política, artículo 1o.)

- “Una parte no podrá invocar las disposiciones de su derecho interno como justi-
ficación del incumplimiento de un tratado”. (Convención de Viena sobre Derecho 
de los Tratados, artículo 27)

Este error de diseño en la reforma es una de las varias categorías componentes de 
la taxonomía de las causas de invalidez de la norma, y no comprometen nuestra postura 
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personal hacia el movimiento legislativo, pero si el amable lector se inclinare por 
algún aspirante a ministro de la Corte que ignore la existencia de los puntos aquí 
planteados, sería momento de repensar su voto; debido a la imperiosa necesidad de 
la República de acercarnos a una época de disfrute universal de los derechos.
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La importancia de la disciplina judicial radica en que constituye una de 
las garantías que permiten asegurar el adecuado desempeño de jueces, 
magistrados e integrantes de la judicatura en nuestro país. Al respecto, 
existen estudios que abordan precisamente la forma en que el Consejo de 
la Judicatura Federal en México ha ejercido su facultad disciplinaria,1 y 
también textos que han analizado, en términos generales, la forma en que 
el Poder Judicial de la Federación se ha dotado, a lo largo de los años, de un 
régimen disciplinario muy particular, para velar por las responsabilidades 
de sus integrantes.2

Lo anterior viene a colación con motivo de la reforma constitucional al Poder Judicial 
de la Federación, donde el régimen mencionado se modifica de manera importante 
y se reconoce al Tribunal de Disciplina Judicial (TDJ) como uno de los pilares funda-
mentales de dicha transformación. 

En ese sentido, el TDJ asumirá competencias disciplinarias anteriormente ejercidas 
por el Consejo de la Judicatura Federal y, acorde al nuevo texto constitucional, ten-
drá la naturaleza de un órgano con independencia técnica, de gestión y para emitir 
sus resoluciones que cuenta con atribuciones para recibir denuncias, investigar, subs-
tanciar y, en su caso, sancionar las faltas administrativas en que incurran las personas 
servidoras públicas que ejercen funciones jurisdiccionales y los particulares vincula-
dos con ellas.

Bajo ese orden de ideas, resulta sumamente importante el papel que asumirá el TDJ 
de cara a los próximos años, para asegurar una disciplina judicial de excelencia que 
permita cumplir uno de los principales propósitos que motivaron su origen: frenar 
los actos de corrupción en la judicatura federal a través del establecimiento de meca-
nismos de vigilancia (evaluación) y la imposición de sanciones disciplinarias que cas-
tiguen las faltas administrativas en que incurran sus integrantes.

1   Véase Gutiérrez Salazar, Miguel Ángel, La facultad disciplinaria del Consejo de la Judicatura Federal en Méxi-
co, México, Universidad Nacional Autónoma de México, 2018. https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv/
detalle-libro/4670-la-facultad-disciplinaria-del-consejo-de-la-judicatura-federal-en-mexico 

2   Véase Gutiérrez Salazar, Miguel Ángel, Hacia la construcción de un nuevo régimen disciplinario para el Poder Judicial de la 
Federación en México. https://escuelajudicial.cjf.gob.mx/Sitio2016/include/sections/revista/41/11%20Miguel%20
Ángel%20Gutiérrez%20Salazar.pdf  
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Para lograr tal propósito, queremos destacar 5 ideas clave relacionadas con los re-
tos que afrontará el TDJ y las áreas de oportunidad que pueden contribuir en su 
consolidación.

Conformación de un marco normativo uniforme, claro y preciso

Como es natural, toda institución de reciente creación necesita de un marco nor-
mativo que prevea de manera clara y detallada las competencias de las áreas que 
habrán de realizar las tareas de evaluación de los integrantes de la judicatura, 
así como la investigación, substanciación y sanción de conductas que vulneran la 
legalidad.

En ese tenor, es importante que el TDJ contribuya en el proceso de emisión —por 
parte del órgano de administración judicial— de aquellos reglamentos, acuerdos 
generales y demás disposiciones que le permitan desempeñar su función de ma-
nera uniforme y adecuada, mediante instrumentos jurídicos y administrativos que 
brinden certeza tanto para los operadores jurídicos encargados de esa labor, como 
a quienes estarán sujetos al régimen disciplinario judicial.

Contar con un cuerpo de profesionales experto en la materia

Las funciones relacionadas con el ejercicio de la disciplina judicial son de naturale-
za altamente técnica y requiere de perfiles especializados en la definición de líneas 
de investigación, el empleo de criterios jurisprudenciales, la recopilación de indicios 
y elementos probatorios, entre otras actividades que precisan de una formación téc-
nico-científica idónea para su correcto desempeño.

Así, el TDJ deberá integrarse por profesionales en la materia con un amplio cono-
cimiento y dominio de las distintas funciones vinculadas con la exigencia de las res-
ponsabilidades administrativas de los integrantes de la judicatura. Y este grado de 
experiencia —diverso al que pudiera operar en otras materias o en otras institucio-
nes— ha de ser constante y nutrirse mediante la capacitación y profesionalización 
permanente de los operadores jurídicos, con el objeto de asegurar una impartición 
de justicia disciplinaria de calidad.

Promover una cultura de la integridad y denuncia

Al ser un órgano naciente tanto a nivel constitucional como legal, resulta funda-
mental para el TDJ la construcción de una cultura de integridad y el fomento de 
los valores que sustentan el servicio público en la judicatura.

Particularmente es relevante la promoción de la cultura de la denuncia y la aper-
tura de los canales pertinentes para su presentación, de tal forma que sea accesible 
tanto para servidores públicos como para la sociedad en general, a fin de no limitar 
o restringir el conocimiento de los hechos probablemente irregulares que el TDJ 
está llamado a investigar y, en su caso, sancionar.
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Establecer parámetros objetivos para la evaluación 
y seguimiento del desempeño jurisdiccional

Sin duda, uno de los aspectos torales relacionados con las potestades y atribuciones 
del TDJ es la evaluación y seguimiento del desempeño de los órganos jurisdiccio-
nales y sus integrantes, tareas que buscan consolidar el ejercicio responsable, pro-
fesional, independiente, honesto y eficaz de la función jurisdiccional y evitar actos 
que la demeriten.

En ese sentido, resulta crucial que se establezca en la normativa interna los pará-
metros y las particularidades técnicas relacionados con métodos, criterios e indica-
dores objetivos que regirán la medición del desempeño jurisdiccional, con el objeto 
de que sean procesos eficaces y transparentes que brinden certeza a los órganos y 
personas servidoras públicas evaluadas y constituyan una garantía del derecho de 
acceso a la justicia.

Crear un sistema de precedentes y una doctrina 
jurisprudencial que brinde certeza al sistema disciplinario

Una de las principales fortalezas del TDJ es su orientación jurisdiccional de los pro-
cedimientos disciplinarios, entendida como una doble garantía que posibilita, por 
una parte, que dichos procedimientos serán conocidos por magistraturas especiali-
zadas en la materia y con vocación por la defensa de los derechos de las personas in-
volucradas, y por otra, que sean respetadas las prerrogativas procedimentales como 
el derecho de audiencia, el ofrecimiento probatorio, la presunción de inocencia, la 
defensa técnica, entre otros.

Precisamente, derivado de la jurisdiccionalización disciplinaria, existe la posibili-
dad de que el TDJ desarrolle un sistema de precedentes que, con base en resolucio-
nes caso a caso, establezcan una doctrina jurisprudencial que oriente, guíe e irradie 
la interpretación de las normas jurídicas del régimen sancionador hacia todas las 
instancias con competencia en la materia, brindando uniformidad y certidumbre 
legal al régimen disciplinario judicial.

En suma, el TDJ tiene frente a sí retos de gran calado para la conformación de un 
nuevo régimen disciplinario judicial que se articule coherentemente y sea eficaz 
para el logro de sus objetivos. Al mismo tiempo, este órgano de reciente creación 
constitucional —y legal— tiene la oportunidad de sentar las bases normativas y 
procedimentales en el seno de la judicatura, para responder a las expectativas de 
mayor rendición de cuentas, honradez e integridad que nuestra sociedad demanda. 

El tiempo permitirá evaluar el desempeño de esta nueva institución y, en su caso, 
llamar la atención sobre sus aciertos y desaciertos a fin de fortalecer nuestro Estado 
de derecho y la exigencia de responsabilidades de los servidores públicos del Poder 
Judicial.
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El presente trabajo aborda los principios fundamentales del derecho penal 
y la legitimación del castigo en relación con los delitos informáticos en el 
marco del derecho argentino. Para ello, se desarrollará un análisis histórico 
de los acontecimientos que han marcado la evolución de la legislación 
argentina en materia de ciberdelitos, poniendo énfasis en los desafíos que 
plantean estas conductas en el ámbito jurídico.

Los ciberdelitos representan un fenómeno disruptivo que ha generado un cambio pa-
radigmático en la vida de las personas y, de manera significativa, en el derecho penal. 
Este nuevo paradigma ha dado lugar a debates importantes en la dogmática penal y 
en la filosofía del derecho, enfrentando a estas disciplinas con la complejidad de con-
ductas que, en su mayoría, se producen en el espacio digital. Estos comportamientos 
pueden implicar ataques directos a sistemas informáticos, la violación de la intimidad 
o la privacidad, o el uso de herramientas informáticas como medio para facilitar la 
comisión de otros delitos.

En este contexto, la respuesta del Estado ante las problemáticas suscitadas ha consis-
tido, en gran medida, en la creación de nuevos tipos penales para abordar conductas 
que no estaban contempladas en la normativa del Código Penal vigente, así como en 
el endurecimiento de las penas asociadas a figuras delictivas ya existentes. Sin embar-
go, estas decisiones legislativas evidencian una aparente disociación entre los límites 
de la responsabilidad penal y la legitimación moral del castigo.

Cada vez que el fenómeno criminal amenaza a las sociedades, una de las herramien-
tas más utilizadas es la reforma de las figuras delictuales (ya sea mediante el agra-
vamiento de las penas o la ampliación de las acciones típicas para proteger bienes 
jurídicos), así como también la sanción de nuevos tipos penales.

El Estado puede tener diversos motivos políticos-criminales para impulsar estas mo-
dificaciones al sistema normativo. Sin embargo, lo que no es aceptable es el uso de 
la legislación penal estatal para abrazar el ropaje del “populismo penal” (es decir, 
buscar un rédito electoral mediante el aumento de las penas bajo el fundamento de 
reducir el índice de delitos) o un “derecho penal simbolico” (en el que se recurre al 

1   Universidad de la Cuenca del Plata (UCP). Argentina. Correo electrónico: sirnacho_diaz@hotmail.com
       Quiero agradecer a la doctora Adriana Belén Pujol por su colaboración.
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derecho penal para sancionar una norma con fines ocultos o distintos a los reales). 
Aquí, cobran relevancia los principios del derecho penal, tanto en la construcción 
de las figuras delictivas como en su interpretación y aplicación de los tipos penales.
En este contexto, los principios del derecho penal imponen un límite al ius puniendi. 
Entre los principios jurídicos más destacados encontramos los siguientes: el princi-
pio de legalidad penal; el principio de responsabilidad por el acto, acción o hecho 
concreto (derecho penal del hecho); el principio de exclusiva protección de bienes 
jurídicos o lesividad; el principio de subsidiariedad o intervención mínima (última 
ratio) y carácter fragmentario (con tendencias opuestas como la expansión del de-
recho penal, el populismo penal, el derecho penal simbólico, el derecho penal del 
riesgo y el derecho penal del enemigo); el principio de proporcionalidad de la pena; 
el principio de culpabilidad; el principio de responsabilidad subjetiva; el principio 
de responsabilidad personal; los principios de humanidad o humanización y de 
resocialización, y el principio non bis in idem.

En Argentina, ciertas conductas ilícitas cometidas mediante el uso de tecnología 
informática han sido contempladas por normas jurídicas preexistentes. Sin embar-
go, el legislador, consciente de la existencia de un vacío legal en la materia y del 
compromiso de adecuar la normativa penal argentina a las disposiciones del Con-
venio de Budapest, impulsó reformas al Código Penal mediante la promulgación 
de diversas leyes a lo largo del tiempo. La suscripción del Convenio sobre Cibercri-
minalidad impulsó y motivó la sanción de la denominada “Ley de Delitos Infor-
máticos”, posteriormente identificada como la Ley Núm. 26.388. Esta normativa 
introdujo modificaciones al Código Penal de la Nación y tipificó una serie de conduc-
tas ilícitas consideradas como ciberdelitos. Posteriormente, se sancionaron otras leyes 
que complementaron la regulación de los ciberdelitos, entre las cuales se destacan: 
la Ley Núm. 26.904 (B. O. 11/12/2013), la Ley Núm. 27.436 (B. O. 23/4/2018) y la 
Ley Núm. 27.759 (B. O. 14/10/2024).

Consideramos que, los delitos informáticos comprenden aquellas conductas ilícitas 
en las que el objeto de la agresión es el sistema informático o el sistema de transmisión 
de datos (delitos informáticos propios). Asimismo, incluyen aquellas acciones anti-
jurídicas que, a través del uso de la informática, afectan un bien jurídico protegido, 
como la libertad sexual, el patrimonio, entre otros (delitos informáticos impropios).

A partir de 2008, el derecho argentino ha reconocido en el Código Penal diversos 
delitos informáticos, tanto propios como impropios. Entre ellos se destacan: porno-
grafía infantil a través de Internet u otros medios electrónicos (artículo 128); vio-
lación, apoderamiento y desvío de comunicación electrónica (artículo 153, primer 
párrafo); intercepción o captación de comunicaciones electrónicas o telecomunica-
ciones (artículo 153, segundo párrafo); acceso indebido a un sistema o dato infor-
mático (artículo 153 bis); publicación indebida de una comunicación electrónica 
(artículo 155); acceso no autorizado a un banco de datos personales (artículo 157 
bis, primer párrafo); revelación de información registrada en un banco de datos 
personales (artículo 157 bis, segundo párrafo); inserción de datos falsos en un ar-
chivo de datos personales (artículo 157 bis, segundo párrafo); fraude informático 
(artículo 173, inciso 16); daño o sabotaje informático (artículos 183 y 184, incisos 5 
y 6); grooming (artículo 131), entre otros.
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La primera crítica que surge en torno a la incorporación de los delitos informáticos 
en el derecho argentino es que agrupar una serie de conductas ofensivas en el cibe-
respacio no siempre legitima moralmente el uso del derecho penal. La utilización 
del ius puniendi (la potestad del Estado para castigar a través del sistema penal) debe 
ser considerada como ultima ratio, dado que el derecho penal debe intervenir de 
manera mínima y basarse en fundamentos sólidos. Por otro lado, la reforma penal 
incorporó de manera acertada las definiciones legales de documento, firma y sus-
cripción (artículo 77, CP), conceptos fundamentales para comprender los delitos 
cometidos en el ciberespacio. Asimismo, se introdujo una amplia gama de conduc-
tas típicas relacionadas con ilícitos que afectan a niños, niñas y adolescentes, espe-
cialmente en los ámbitos de la sexualidad, la intimidad y la dignidad personal, tales 
como los delitos vinculados a la pornografía infantil.

Una segunda crítica que puede formularse a la legislación sobre los delitos infor-
máticos en el derecho argentino se refiere a la extensión de la punibilidad en el afán 
del legislador por disuadir conductas relacionadas con la protección de los niños en 
el ámbito de la indemnidad sexual. En particular, la ampliación de la punibilidad a 
la mera tenencia de material de pornografía infantil (artículo 128, segundo párrafo, 
CP) podría contradecir principios fundamentales del derecho penal, como los de 
lesividad, proporcionalidad y culpabilidad. Además, se pueden señalar objeciones 
respecto de la tipificación del grooming o acoso sexual hacia niños, niñas y adoles-
centes (artículo 131, CP). La descripción de esta conducta típica presenta ambigüe-
dades y vaguedades, la pena establecida resulta desproporcionada, el sujeto activo 
debería estar limitado a mayores de edad, y se castiga un acto preparatorio, entre 
otros aspectos. Estos elementos pueden vulnerar los principios de legalidad, lesivi-
dad, proporcionalidad, culpabilidad y mínima intervención.

No obstante, cabe señalar que cada tipo penal presenta ciertas críticas desde la 
perspectiva de la dogmática penal. Sin embargo, consideramos que tales objeciones 
pueden ser superadas mediante una adecuada interpretación legal.

Conclusión final: Los ciberdelitos son una realidad cada vez más presente en la le-
gislación argentina. Como se ha expuesto, la firma del Convenio sobre Cibercri-
minalidad fue un punto de inflexión que legitimó la promulgación de la “Ley de 
Delitos Informáticos” y motivó reformas significativas en el Código Penal argenti-
no. Esta ley, junto con otras disposiciones complementarias, evidencia la intención 
del legislador de sancionar conductas que impliquen agresiones a sistemas informá-
ticos o la utilización de la tecnología como medio para vulnerar bienes jurídicos de 
carácter personal o colectivo.

Sin embargo, la regulación penal debe operar dentro de límites claros. La respon-
sabilidad penal no puede ser atribuida arbitrariamente, ya que no toda norma ju-
rídica es automáticamente legítima dentro del ordenamiento jurídico argentino. 
Asimismo, la legitimación moral del castigo exige diferenciar con claridad entre 
delito y pena. La pena, entendida como un sufrimiento impuesto al delincuente, 
debe fundamentarse en una desaprobación moral de la conducta que vulnera la 
convivencia social.
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En definitiva, para que una norma penal sea válida y coherente con un sistema nor-
mativo, debe ser creada, interpretada y aplicada con racionalidad. Los principios 
del derecho penal, en este sentido, se erigen como directrices fundamentales deri-
vadas del derecho argentino. Su propósito es garantizar que la actividad legislativa, 
interpretativa y judicial se desarrolle conforme a estándares de justicia, proporcio-
nalidad y respeto a los derechos fundamentales.
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Introducción

Esta entrevista académica fue realizada al profesor Eugenio Raúl Zaffaroni 
en la ciudad de Buenos Aires, Argentina, el 23 de junio de 2023, durante la 
estancia de investigación que realicé en el Departamento de Derecho Penal y 
Criminología de la Facultad de Derecho de la Universidad de Buenos Aires.

Eugenio Raúl Zaffaroni es doctor en derecho, escribano y criminólogo, profesor emé-
rito de la Universidad de Buenos Aires y doctor honoris causa por 45 universidades 
latinoamericanas y europeas. Fungió como director general del Instituto Latinoame-
ricano de Prevención del Delito de las Naciones Unidas, y fue galardonado con el 
Premio Estocolmo en Criminología (2009). Fue juez de la Corte Suprema argentina 
(2003-2014) y juez de la Corte Interamericana de Derechos Humanos (2016-2022). 
Es autor de Manual de derecho penal (Ediar, 2006), Tratado de Derecho Penal. Parte General 
(cinco tomos, Ediar), La palabra de los muertos (Ediar, 2011), entre otras.

Conversamos sobre su formación, y su inquietud por compatibilizar la dogmática pe-
nal, la criminología y las ciencias sociales; sobre la crisis de legitimidad en el discurso 
jurídico penal y la importancia de dinamizar el derecho penal.

Entrevista

Michell Gutiérrez Padilla (MGP): Profesor, ¿cómo fue su formación jurídica? ¿Cómo 
se acercó a estudiar el derecho penal desde una perspectiva realista o integradora?

Eugenio Raúl Zaffaroni (ERZ): Yo me recibí en la Facultad de Buenos Aires. Hice el 
doctorado en Santa Fe, porque estaba suspendido en Buenos Aires. Desde estudiante 
me interesaba el penal. Hice los cursos en el Instituto de Derecho Penal de la UBA 
en aquel momento. El doctorado lo hice con una tesis sobre embriaguez y derecho 
penal, a los 23 años. Después me fui con una beca de la OEA a México. Estudié 
criminología con el maestro Alfonso Quiroz Cuarón; esa criminología teológica de 
aquellos años.

De cualquier manera, seguía atento al penal y frecuentaba el Instituto de Derecho 

1  Universidad de Guanajuato, México. Correo electrónico: gutierrezpdm@gmail.com
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Penal de la UNAM. Había quedado la guardia vieja de la Academia Mexicana de 
Ciencias Penales. En algún momento hicimos un experimento raro: aplicar lógica 
matemática a la construcción de la teoría del delito. Entonces se hizo un equipo con 
un lógico matemático del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM. Por 
nuestra parte, estábamos Olga Islas de González Mariscal, Elpidio Ramírez y yo. 
Hicimos un modelo raro que nos llevó a comprender que la estructura mezgeriana 
con el dolo de la culpabilidad era incoherente.

Después de años me di cuenta de que habíamos descubierto la pólvora un poco. 
Pero bueno, eso ya lo había observado Hellmuth von Weber y Alexander Graf  Zu 
Dohna. Pero eso me inclinó a la perspectiva de la estructura analítica welzeniana.
Fui dos años profesor de la Universidad Veracruzana, en México, y después volví a 
la Argentina. Había varias cosas que me hacían ruido. Aquella criminología teoló-
gica no me cerraba. Empecé a ejercerlo como juez acá en el centro de la República, 
en San Luis. Veía que la gente que juzgábamos se parecía demasiado a nosotros. 
Tampoco lograba compatibilizar esa criminología con la dogmática penal. Enton-
ces, la dejé y me centré en la dogmática con una orientación welzeliana. Pero nunca 
compartí de Hans Welzel la etización total del derecho penal; esa tesis de que hay 
una tutela indirecta de los bienes jurídicos a través de la tutela de los valores fun-
damentales de la sociedad. Creo que ni el propio Welzel —si viviera— podría hoy 
sostener eso.

Siempre dudé que existiera la teoría de la subcultura y los valores fundamentales 
de la sociedad. No creo que en nuestras sociedades complejas haya valores que son 
compartidos por todos, así al pie de la letra, salvo algunas cosas muy groseras. Tam-
poco compartí la tesis de Welzel de la adecuación social de la conducta; es meter 
toda la ética dentro del derecho. Tampoco el concepto de culpabilidad por no con-
tener los impulsos, no creo que todo delito se deba a un impulso o un valor. Pero 
sí había algo que me subyugaba —y que lo sigo sosteniendo hasta hoy—, que es la 
tesis de las estructuras lógico-reales de Welzel.2 Bueno, en esa línea me laboré en la 
primera versión del Tratado de Derecho Penal y los cinco tomos que terminan de salir 
en 1983, más o menos.

Pero ya vuelvo un poco a la criminología, con la criminología sociológica —llama-
da crítica— que fue difundida en América Latina por las criminólogas venezolanas, 
Lola Aniyar de Castro, Rosa del Olmo, etcétera. Pero con algunas reservas, porque 
la llamada criminología crítica, ya sea la liberal, la interaccionista, o la más radical 
con la escuela de Francia, etcétera, es una crítica al ejercicio del poder punitivo del 
Norte, que era un poder punitivo de sociedad de consumo. Y nosotros no teníamos 
sociedad de consumo; el poder punitivo del Sur era diferente. Entonces, siempre 
tuve el temor de que primero trajimos la legitimación del ejercicio del poder políti-
co del Norte y ahora traíamos la crítica del ejercicio de poder punitivo. Así empecé 
a hablar de un realismo marginal. También, no sé si hoy merece llamarse “crimino-
logía” la descripción desde la sociología de cómo opera el poder punitivo. Bueno, 

2   Para más información sobre la tesis finalista de Welzel sobre estructuras lógico-objetivas que controlan y contie-
nen el poder punitivo estatal y la autonomía ética del ser humano, véase Cerezo Mir, J., “Ontologismo y norma-
tivismo en el finalismo de los años cincuenta”, Revista de Derecho Penal y Criminología, España, 2a. época, núm. 12, 
2003, pp. 45-61.
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es sociología aplicada al análisis del poder punitivo simplemente; y lo de crítica es 
redundante, porque cuando uno compara eso con lo que dice el discurso penal, ob-
viamente que es necesariamente crítico.

Por eso, en ese momento me impactó mucho un artículo de Alessandro Barata de 
1979 donde, con base en la sociología tradicional —Robert King Mertom—, se 
derrumbaban todas las premisas falsas del derecho penal. Me dio miedo porque se 
cargaba todo el derecho penal, y el miedo venía de que también se cargara la ga-
rantía. Hasta el punto de que escribí un artículo tratando de responder. Después 
me di cuenta de que, como todo lo que está fundado en el miedo, era insensato, no 
se podía responder lo que decía Barata. Era cierto.

A partir de ahí empecé a pensar cómo compatibilizar la dogmática jurídico pe-
nal con la ciencia social. Porque Barata cerraba su propuesta, incluso después con 
la criminología crítica y la crítica del derecho penal. ¿Cómo compatibilizar eso? 
Porque Barata decía: “lo mejor que pueden hacer los dogmáticos es dedicarse a la 
política criminal”. Sí, pero la dogmática tiene un objetivo práctico. No se hacen sis-
temas de interpretación para un juego lógico, como un ajedrez. No se hace dogmá-
tica para hacer un deporte, se hace para bajar la línea a los jueces —se supone—. 
Toda construcción sistemática pretende que los jueces la asuman como propia y la 
conviertan en jurisprudencia, es decir, en sentencia, que es un acto de gobierno.

Entonces entendí que debía dejar ese campo de lucha para dedicarme a pensar algo 
mejor que el derecho penal. Lo fui pensando hasta que publiqué la monografía En 
busca de las penas perdidas, que es una discusión cordial con el abolicionismo. Louk 
Hulsman venía a acá, se quedaba en casa todos los años. A Barata lo conocí en Co-
lombia, y después seguí viéndolo continuamente hasta que murió. En fin, había un 
diálogo personal entre nosotros, pero también un diálogo científico. Publiqué esa 
monografía en el año 89 o 90, por ahí3, y tuvo un éxito extraordinario. Se tradujo 
al italiano, al portugués. Ahí decidí que había algo que estaba fallando en el dere-
cho penal y lo descubrí en un autor nuestro latinoamericano, Tobías Barreto. Un 
brasileño, jefe de la escuela de Recife, donde en un trabajo muy breve dice “Miren, 
no se preocupen por legitimar la pena. Quien quiera justificar la pena, antes tendrá 
que justificar —si es que no justificó ya— la guerra”. Era una posición muy visio-
naria, porque lo hace incluso antes de la primera Convención de la Haya; no existía 
el derecho de Ginebra.

Barreto decía que la pena es un hecho político. Y sí, si tomamos en cuenta que el 
poder punitivo es un hecho político. Sólo que hoy nos damos cuenta de que el po-
der punitivo no sólo es lo que habilitan los jueces para imponer penas, sino que el 
poder punitivo es un concepto mucho más amplio. Todo aquello que no se puede 
definir positivamente, hay que definirlo negativamente. Es decir, todo aquello que 
no entra dentro de un mecanismo suficiente como el conflicto eficaz, como puede 
ser el reparador, el terapéutico, el conciliador; es poder punitivo.

3   Los primeros capítulos de En busca de las penas perdidas fueron publicados en Criminología. Aproximación desde un mar-
gen, por la editorial Temis, Bogotá, en 1988. La segunda reimpresión fue publicada en 1998 por la editorial Ediar, 
en Argentina.
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Bueno, desde ese punto de vista, el problema no es que el poder punitivo no tenga 
ninguna función. Es irracional, sí, porque no resuelve el conflicto, sino que lo de-
cide verticalmente. Pero hay una parte del conflicto que se queda afuera, que es la 
víctima. Todos los esfuerzos que se hacen ahora para incorporar a la víctima, [son] 
mentira. Si un día se incorpora seriamente a la víctima, nos salimos del modelo pu-
nitivo y entramos a otro tipo de modelo de solución de conflicto. De “la expropia-
ción”, lo llaman. Yo lo llamo “confiscación de la víctima”, porque la expropiación 
se paga, la confiscación no. La confiscación de la víctima es un ejercicio de poder. 
La víctima soy yo, dice el señor Estado. No es que el poder punitivo no tenga ningu-
na función, tiene tantas funciones que es imposible saberlas. Es todo hecho político, 
todo poder político y multifuncional.

No es que todas las teorías de la pena sean falsas, es que son alucinadas. Es decir, 
nosotros somos la rama patológica del derecho, porque es la única rama del dere-
cho donde no está claro para qué sirve la sanción. Los civilistas lo saben, nosotros 
no. Lo discutimos desde 1830, cuando las clasificó Anton Bower. Tenemos un aba-
nico de la teoría de la pena, absoluta, relativa; todo lo repetimos y sin citar al pobre 
Bower, por eso lo traduje hace unos años. Repetimos todo eso en los manuales y de 
esas cosas elegimos una teoría de la pena —la que nos gusta— y con eso construi-
mos todo el manual. Pero no se trata de lo que la pena es, sino de cómo, cada uno 
de nosotros, quisiera que fuera.

No nos damos cuenta de que detrás de cada teoría de la pena, hay una teoría del 
Estado. Si yo soy un retributivo kantiano, tengo un Estado ético kantiano; o si soy 
preventivista especial, tengo mi Estado terapéutico; si quiero la pena moralizan-
te o krausista, tengo un Estado moralizante. Por debajo de cada teoría del Estado 
hay una concepción filosófica-antropológica de qué es el ser humano, un núcleo 
central de la filosofía. Nosotros, con una soltura y una superficialidad que es total-
mente asombrosa, elegimos cualquiera de esos y los mezclamos. Así viene la teoría 
plurifuncional —mezclo esto con la prevención general, la especial, la retribución, 
etcétera— y discutimos todo eso como si fuera derecho penal, con una alegre irres-
ponsabilidad. Hacemos una sopa increíble, con lo cual le bajamos línea al juez, que 
tiene que habilitar penas en el Estado real, no en el que soñamos o en el que le gus-
ta a cada penalista. Ninguna de esas funciones de la pena se verifica en la realidad. 
Es decir, en la realidad puede ser que alguna más o menos, de vez en cuando, pero 
no se puede generalizar.

El sentido común también dice que la pena previene, que es preventiva. Mentira. 
Eso es posible, sí, pero es común a todo el derecho. Si yo no pago el alquiler, me 
desalojan. Cierto es que en lo penal puede ser en pequeñas infracciones, pero cuan-
to más grave y patológico es un hecho, menos carácter preventivo tiene la pena. Un 
tipo que decide matar a toda su familia, ¿alguien cree que va a abrir el código penal 
un rato antes para ver si tiene cinco años más o cinco años menos de pena? Eso es 
absurdo. Ninguna de esas teorías puede ser sustentada razonablemente. Pero hay 
algo que sí es verificable. Si no contengo el poder punitivo, tengo un genocidio. Eso 
es perfectamente verificable.
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Entonces, ¿cuál es la función del derecho penal? ¿Es legitimar poder punitivo? No. 
Por una sencilla razón, mucho más elemental: los jueces no ejercen el poder pu-
nitivo. El poder punitivo es policial. Lo que podemos hacer es contenerlo. Lo que 
tenemos es un semáforo, nos traen los clientes y decimos: “esto, luz verde; esto, luz 
roja; el otro, luz amarilla”. Otra cosa interesante es ¿a quién invocamos cada vez 
que tenemos que legitimar el derecho penal? Cesare Beccaria, Gaetano Filangie-
ri... Yo no conozco a ningún instituto de derecho penal que tenga el nombre de los 
inquisidores.

Entonces la función del derecho penal es la contención racional del ejercicio del 
poder punitivo. Dogmáticamente, hace un ejercicio de contención del poder puniti-
vo, sí, pero eso no cambia la realidad. Hay que distinguir roles. De repente la gente 
se siente omnipotente. El rol del penalista es el rol de observador social y de cons-
tructor de una jurisprudencia que contenga el poder punitivo. Luego, hay un rol de 
ciudadano que no le es incompatible. Tengo el derecho de militar políticamente, y 
ahí lo hago como uno más, no porque sea un iluminado. Eso lo deciden los pueblos. 
Esa es la diferencia sustancial.

MGP: Usted escribe En busca de las penas perdidas en el contexto de una democracia 
relativamente reciente. Aquí cuestiona fuertemente la legitimación del sistema pe-
nal y advierte sobre la necesidad de la reinterpretación del derecho penal. ¿Qué 
impacto tuvo el contexto político y filosófico de América Latina en su reflexión de 
ese momento sobre la crisis del discurso jurídico penal?

ERZ: Nosotros estábamos saliendo de la dictadura de seguridad nacional. A partir 
de entonces, se produce un fenómeno en América Latina en el que nuestro ejercicio 
de poder punitivo —a diferencia del Norte— tiene un aspecto insólito: es predomi-
nantemente informal. Si mirás México, están los 100,000 desaparecidos. Si mirás 
Brasil, 100,000 de homicidios por año. Y no te digo América Central u Honduras, 
o San Pedro Sula, que tiene el índice más alto de muerte del mundo, etcétera.

Así, el primer dato que tenés es un ejercicio de poder punitivo a través de policías 
autonomizadas y parapolicías, justicieros, brigadas, criminalidad organizada —este 
término no me gusta, criminalidad, digamos—. Todo esto ejerce poder punitivo. Y 
no sólo ejerce poder punitivo, sino que a medida que el Estado pierde el monopo-
lio del ejercicio del poder punitivo, los que lo ejercen también ejercen recaudación 
fiscal al margen del Estado, que también llaman corrupción.

Entonces, los modelos de Estado a los cuales nos vamos yendo por este camino, son 
modelos de Estado debilitados. Alguna vez pensé que nos íbamos para el lado del 
Estado de policía, pero no. El Estado de policía es un Estado vertical, con una cú-
pula política muy fuerte; nuestra cúpula política de fuerte no tiene nada. Muy rápi-
damente se pasa de la presidencia a la cárcel en América Latina. Los que tenemos 
son menos Estados. Estados que pierden el monopolio del poder punitivo y de la 
recaudación fiscal. Eso es un fenómeno de colonia, es la versión actual del colonia-
lismo del Estado.
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Surge así en América Latina un derecho penal de mensajería, un derecho penal de 
servicio de recados. Los políticos —no todos, pero unos por inescrupulados y otros 
por miedo— van haciendo leyes penales que destruyen todos los códigos penales. 
Lo que no resuelve ningún problema; no tienen en cuenta ningún criterio políti-
co criminal ni racional. Ni siquiera hay estadísticas, ni se sabe exactamente lo que 
pasa. No se invierte un centavo en eso. Lo único que se mandan son recados: “Mirá, 
yo estoy preocupado por lo que pasa y, como estoy preocupado, hago una ley con 
la cual todos los delitos van a tener pena perpetua”. Y la delincuencia va a seguir 
igual; y la policía va a ser cada vez peor. Esa es la tónica de una legislación penal de 
recados. En vez de mandarlo por mail, lo mandan por leyes.

Esa es la situación actual, donde todas las penas que se imponen en nuestra Améri-
ca son absolutamente ilícitas. Porque tenemos cárceles superpobladas, controladas 
por bandas de criminales internos, donde hay motines, donde se matan a miles de 
personas. Son penas ilícitas que están prohibidas por nuestra Constitución y por los 
tratados internacionales.

Lo que no hemos tenido los penalistas es la impronta de humildad de los interna-
cionalistas, que dejaron de escribir sobre cuál es la guerra justa o la guerra injus-
ta, para hacer una rama del derecho como el derecho internacional humanitario. 
No vamos a hacer desaparecer la guerra nosotros. Podemos escribir todos los tra-
tados que se nos ocurran, pero quien quiera hacer la guerra —justa o injusta— la 
va a hacer, si tiene poder para hacerla. El poder político también es así. Entonces 
vamos a hacer una rama que contenga un fenómeno que es irracional, como es la 
guerra. Pero bueno, nadie dice que la Cruz Roja Internacional sea ilícita por eso; 
hace lo que puede. Nosotros [los penalistas] somos la Cruz Roja del momento de 
la política.

MGP: Entonces, bajo este contexto latinoamericano en el que todas las penas im-
puestas son penas ilícitas, ¿es posible construir una dogmática propia de la ejecu-
ción penal que permita mejorar las condiciones fácticas de las prisiones?

ERZ: Lo primero que hay que hacer para mejorar las condiciones de las prisiones 
es reducir el número de presos. Cada Estado tiene el número de presos que quiere 
tener. No es cierto que el número de presos está en relación con la frecuencia delic-
tiva. Si lo que digo no fuese cierto, no se explicaría por qué Estados Unidos y Ru-
sia son los campeones de la prisionización y Canadá tiene uno de los índices más 
bajos del mundo. ¿Por qué al lado de Rusia está Finlandia, que tiene el índice más 
bajo del todo el mundo? ¿Qué pasa? ¿Los canadienses y los finenses sueltan a los 
homicidas seriales en la calle? No. Hay una delincuencia grave, en la que la mayo-
ría de estas personas está más cerca del manicomio que de la cárcel. Aquí la regla 
es tenerlos encerrados, no queda otra. Luego, hay otra delincuencia de infracción 
menor. Después hay un colchón medio, en el que no hay regla y cada Estado decide 
qué hacer. Si no se reduce el número de presos, aprovechando ese colchón medio, 
y todo este servicio de mensajería legislativa —y quieren seguir llenando a las cár-
celes—, vamos a ir cada peor.
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MGP: Volviendo al colonialismo penal que mencionó previamente, que pone en 
evidencia en “Descolonización y poder punitivo”4, ¿qué efectos tuvo este fenómeno 
en el desarrollo de la dogmática penal?

ERZ: El efecto que ha tenido es hacer una dogmática cuyo futuro es siniestro. Va 
a ser calificada de la misma forma que la dogmática de los prácticos por Francesco 
Carrara, que decía que era la schifosa sciencia —la ciencia asquerosa—. La construc-
ción lógica que facilita cierto confort burocrático y nada más, por efecto de la im-
portación de discursos. Por una importación muy particular, cuando terminamos 
con el positivismo ferriano —que fue muy tardíamente, por cierto—, el positivismo 
rigió hasta pasada la mitad del siglo pasado. Y no desaparece por acción de nues-
tros pensadores, ni por acción de los penalistas.

Es curioso el caso de México, particularmente, porque toda la filosofía de la Re-
volución mexicana es antipositivismo. Y, sin embargo, el positivismo penal siguió 
rigiendo en su legislación y doctrina, en gran medida. Desaparece porque después 
del final de la Segunda Guerra se desprestigia el racismo; ahí se fue al diablo. Nos 
quedamos sin sustento filosófico. El derecho penal quedó agonizando y entonces 
trajimos a los alemanes. Había algunos antecedentes, ya se había traído a los prime-
ros autores, pero eso no tuvo trascendencia. Después nos trajimos a von Liszt que, 
curiosamente, la primera traducción de su tratado es al portugués. Pero von Liszt 
era un positivista también.

Después trajimos al neokantismo, con Mezger. Luego trajimos a Welzel, después a 
Roxin, luego a Jakobs. Todos los anteriores —salvo Jakobs— marcaron una época 
en Alemania. Lo curioso es que no los trajimos por razones idiomáticas o cronoló-
gicas. Cuando uno observa la dogmática alemana, hay que revisar qué momento 
ocupó cada teórico. Karl Binding es el penalista de la época de Bismarck, es quien 
pacta que hay que reforzar el Estado. Von Liszt es el penalista de la época de Gui-
llermo II. Hay que contener el poder punitivo: tengo policía, por un lado; tengo 
jueces, por el otro. No querían un Estado policial. Guillermo II hace todo un inter-
vencionismo económico, una especie de keynesianismo. Después viene la Repúbli-
ca de Weimar y vienen los neokantianos de Weimar, Gustav Radbruch, Max Ernst 
Mayer.

Después el neokantismo toma un giro nazi con Mezger, que confronta con la escue-
la de Kiel. Esa es otra época. Luego viene la reconstrucción alemana con Konrad 
Adenauer, y Welzel es el penalista de ese momento. Después viene la Alemania ya 
reconstruida, con fuerza, y viene la socialdemocracia alemana con Willy Brandt. 
Roxin es el penalista de la época de Willy Brandt.

No es que estos hayan escrito porque un buró político les estaba ordenando, sino 
que cada uno escribió en la realidad de su momento, bueno o malo. Y nosotros los 
trajimos, los fuimos a buscar a la aduana y cuando los sacamos de la aduana, le sa-
camos su sentido político —que tenían en el Norte—, y entonces los fuimos impor-
tando como si fueran los sucesivos modelos de la Volkswagen. El último es mejor 
que el anterior: tiene mejores frenos, calefacción, aire acondicionado, gasta menos 

4   Zaffaroni, Eugenio Raúl, “Descolonización y poder punitivo”, Contextos, Argentina, núm. 3, 2012.
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gasolina. Los fuimos trayendo como si fueran constructos lógicos. Luego los alema-
nes siguieron sus etapas políticas. Nosotros tenemos que imitar a los alemanes, no 
copiarlos. Tenemos que hacer lo mismo que hicieron ellos.

MGP: Quisiera ahora preguntarle sobre los fines de la ejecución penal. En México, 
de acuerdo con la norma constitucional, la pena busca la reinserción social de la 
persona privada de su libertad. ¿Cuál es su perspectiva al respecto?

ERZ: Si uno lee todo lo que dicen los códigos y las leyes de ejecución penal, parece 
que están escritas por alucinados. Alucinamos un Estado que no existe. Alucinamos 
una función de la pena que no existe. Alucinamos en una ejecución penal. ¡Estamos 
todos locos! ¿Cuál reinserción social puede haber en América Latina, cuando tene-
mos más de la mitad de los presos en prisión preventiva?

MGP: ¿Considera entonces irreconciliable el discurso de los derechos de las per-
sonas privadas de su libertad con la dimensión real de las condiciones carcelarias?

ERZ: Prácticamente en toda la región, las penas que estamos imponiendo son ilíci-
tas. Hemos llegado a una cosa loca. Los jueces están forzados a imponer estas penas 
ilícitas, que son penas físicas —de privación de libertad—, con un riesgo de lesión 
y de muerte por azar. ¿Entonces los jueces son autores mediatos de penas crueles, 
inhumanas y degradantes? Sí. ¿Y por ello son delincuentes? No. Hemos llegado a 
una situación tal en la que los jueces están en un Estado de necesidad exculpante. 
Porque si no hacen eso, los echan o los matan, por los medios de comunicación.

MGP: Si todas las penas que se imponen son ilícitas, ¿deberíamos tomar como una 
medida generalizada en América Latina el mecanismo de compensación por pena 
ilícita expuesto en el caso Instituto Penal Placido de Sá Carvalho5 que la Corte Intera-
mericana emite mientras estaba usted en el cargo?

ERZ: En algún momento la cosa va a tener alguna solución de tipo racional. La 
solución racional que tenemos por vía legislativa es, sin lugar a dudas, el sistema 
de cupos. No hay otro. Si tengo determinado número de celdas, ese determinado 
número de presos puedo tener. Por supuesto, no vamos a soltar a los homicidas 
seriales.

MGP: Hablemos ahora sobre la imbricación entre el poder patriarcal y el poder 
punitivo. En “El discurso feminista y el poder punitivo”6, usted advierte sobre las 
trampas que implica tomar el poder punitivo como aliado en la lucha antidiscrimi-
natoria. Sin embargo, en México y en otros países de América Latina, este ejercicio 
ha sido replicado con gran fuerza. ¿Considera entonces que no es viable acudir al 
derecho penal desde los feminismos?

5   Corte Interamericana de Derechos Humanos, Caso Instituto Penal Plácido de Sá Carvalho. Resolución de 22 de no-
viembre de 2018. Medidas provisionales respecto de Brasil.

6   Zaffaroni, Eugenio Raúl, “El discuso feminista y el poder punitivo”, en Gusis, G. y Farb, L. (coords.) Poder patriarcal 
y poder punitivo. Diálogos desde la crítica latinoamericana, Buenos Aires, Ediar, 2020, pp. 35-50.
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ERZ: Yo creo que aquella técnica de usar la fuerza del agresor para defenderse es 
cuestionable, porque sigue siendo la fuerza del agresor. El poder punitivo no va a 
liberar a las mujeres de un patriarcado; el poder punitivo fundamentó al patriarca-
do. Nació así y seguirá así.

MGP: Finalmente, si —como mencionó previamente— hoy el derecho penal sirve 
sólo como contención del poder punitivo, ¿por qué es importante seguir reflexio-
nando sobre este para quienes lo estudiamos? ¿Qué recomendaciones nos da a 
quienes estamos interesadas en esta perspectiva realista?

ERZ: Es importante porque si nosotros contenemos el ejercicio del poder punitivo, 
estamos garantizando el espacio de dinámica social. Por eso digo, tengamos cui-
dado y no confundamos roles. Yo me limito a garantizar esto como penalista. Los 
pueblos serán los que van a dinamizar la sociedad. Pero mi función es garantizar el 
espacio social de dinámica. El cambio social no lo vamos a hacer desde el derecho 
penal ni los criminólogos críticos. Si no incorporamos los datos de realidad y dina-
mizamos el derecho penal, no se toca al poder.
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Introducción

Sin lugar a duda, la falta de armonización y las antinomias que se 
presentan en el derecho penal mexicano, derivado de la reforma del año 
2008, ha permitido que ciertos procesos derivado de latrocinios con graves 
afectaciones a los bienes jurídicos que tutela el Estado mexicano, no reflejen 
los resultados de administración e impartición de justicia que mandata el 
precepto constitucional del ius puniendi, previsto dentro del artículo 17 de 
la carta magna.

Resulta más perceptible la armonización dentro de los llamados procesos especiales, 
donde ciertos grupos identificados por la Corte Interamericana de Derechos Huma-
nos y la Suprema Corte de Justicia de la Nación, como grupos vulnerables, entre ellos 
las niñas, niños y adolescentes, ya que los principios generales y rectores que el pri-
mer párrafo del artículo 20 de la carta magna, han quedado limitados a la expresión 
de protección del interés superior y legítimo de este grupo.

La racionalidad —y razonabilidad— aplicada dentro de las reformas estructurales y 
operativas del derecho penal en los procesos especiales de justicia integral para adoles-
centes, implica un cuerpo colegiado de especialistas que garanticen el interés superior 
y legítimo de adolescentes, y que no sólo se cumpla con una defensa técnica, legal y 
adecuada, partiendo de lo previsto dentro del artículo 17 del Código Nacional de Pro-
cedimientos Penales, ya que la representación estaría científicamente demostrada, con 
el acompañamiento de tutores, trabajo social y psicólogos especialistas en adolescen-
tes y/o menores, que, en auxilio de la autoridad que dirija la etapa del proceso, per-
mita cumplir con ese máxima del interés superior y legítimo de este grupo vulnerable.

La pertinencia del corpus juris en los procedimientos especiales, y/o de justicia integral 
para adolescentes, no sólo se justifica con el trato diferenciado, sino que va más allá 
de las condiciones de simples tecnicismo para la protección del derecho humano y 
fundamental de los adolescentes en las distintas etapas del proceso penal.

La jerarquización del marco normativo que prevé el artículo 133 de la carta magna 
aún es de mayor interpretación y aplicación para ajustar los convenios y/o documen-
tos internacionales al marco normativo interno en México, el cual ha quedado limi-
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tado a cumplir con los principios de interdependencia y progresividad, previstos en 
el artículo 1o. de la misma Constitución, para que el control de convencionalidad 
y difuso al que están obligados a someter todos sus actos administrativos y judi-
ciales las autoridades que intervienen en las etapas del proceso penal, garanticen 
partir del principio de interés legítimo de los adolescentes que tengan edad penal, 
de acuerdo a la Ley Nacional del Sistema de Justicia Integral para Adolescentes 
(LNSIJPA), al que resulta importante incluir dentro de los principios generales y 
rectores, tanto el de interés superior legítimo, como el de especialización de inves-
tigación y judicial, en los procesos donde se identifique como probable responsable 
a un adolescente.

Planteamiento del problema

El artículo 18 constitucional, en su cuarto ,párrafo prevé el establecimiento de un 
sistema de justicia para los adolescentes, que será aplicable a quienes se atribuya la 
comisión o participación en un hecho que la ley señale como delito y tengan entre 
doce años cumplidos y menos de dieciocho años de edad; derivado de este precepto 
constitucional, a efecto de armonizar lo anterior con la reforma constitucional en 
materia penal del año 2008, la cual da paso al sistema de justicia penal acusatorio, 
misma que entró en vigencia en todo el país en el mes de junio de 2016, y se publica 
en el Diario Oficial de la Federación el 16 de junio de 2016 la LNSIJPA.

Esta ley, en su artículo 145, establece las reglas para la determinación de medidas 
de sanción, entre las que se destacan para el presente planteamiento, las medidas 
privativas de libertad, donde se establece que se utilizará, como medida extrema y 
por el tiempo más breve que proceda, y únicamente podrán establecerse en aque-
llos adolescentes que, al momento de la comisión de la conducta, tuvieran entre 
catorce años cumplidos y menos de dieciocho años; en ese sentido la legislación ci-
tada prevé dos grupos etarios respecto a la duración máxima de la medida de pri-
vación de libertad. Por una parte, el grupo de adolescentes que se encuentre entre 
los catorce años cumplidos y menos de los dieciséis años, a quienes se les impondrá 
como duración máxima tres años y, por otra parte, el grupo en el que se encuen-
tran los adolescentes que, al momento de la comisión de la conducta, tuvieran die-
ciséis años cumplidos y menos de dieciocho años, a quienes la duración máxima de 
la medida de privación será de cinco años. Asimismo, el ordenamiento señala que 
la duración máxima del internamiento podrá ser de hasta cinco años en los casos 
de homicidio calificado, violación tumultuaria, secuestro, trata de personas y delin-
cuencia organizada.

Por otra parte, el artículo 164 de la LNSIJPA señala un catálogo de delitos en los 
cuales puede ser aplicado el internamiento.

Ahora bien, la reforma al artículo 18 constitucional, que establece el sistema de 
justicia para adolescentes responde a los compromisos internacionales del Estado 
mexicano mediante los diversos tratados internacionales en la materia de los cuales 
es parte, entre los que destacan la Convención de los Derechos del Niño, las Direc-
trices de Naciones Unidas para la prevención de la delincuencia juvenil —Directri-
ces de Riad—, las Reglas mínimas de las Naciones Unidas para la administración 
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de la justicia de menores —Reglas de Beijing—, y las Reglas de las Naciones Uni-
das para la protección de los menores privados de libertad, instrumentos interna-
cionales en los que se destacan, entre otras cuestiones, las directrices para imponer 
medidas restrictivas de libertad para adolescentes, y que estas deben atender a ca-
sos excepcionales y únicamente deben ser impuestas, siempre y cuando otra medi-
da no pueda ser adecuada de acuerdo a las condiciones y circunstancias especiales 
del adolescente infractor de la ley penal.

De ahí que la Suprema Corte de Justicia de la Nación, dentro de la acción de in-
constitucionalidad 37/2006 ha calificado el sistema nacional de justicia para ado-
lescentes como:

Un sistema conforme al cual pudiera desarrollarse la exigencia de una verdadera res-
ponsabilidad jurídica de los adolescentes, específicamente relacionada con la comisión 
de conductas tipificadas como delito por las leyes penales, a través de un procedimiento 
de naturaleza sancionadora educativa en el que se observen todas las garantías deriva-
das de nuestro ordenamiento constitucional, lo dispuesto por los artículos 37 y 40 de la 
Convención sobre los Derechos del Niño y por los artículos 44 y 45 de la Ley para la 
Protección de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes. (Acción de inconstitucio-
nalidad, 37/2006)

Atendiendo a lo anterior, y considerando el sistema nacional de justicia para ado-
lescentes como un procedimiento de naturaleza sancionadora educativa, dicho 
procedimiento debe concluir con una sanción educativa, y no con una medida res-
trictiva de la libertad, donde el adolescente se encuentre alejado de su familia y la 
sociedad, en un entorno donde conviva con otros adolescentes que tienen conflicto 
con la ley, y no con la sociedad real a la que se enfrentará al momento que cumpla 
la medida impuesta.

En lo anterior radica el principal problema respecto a este sistema integral san-
cionador educador, máxime que la LNSIJPA contempla un catálogo de delitos en 
los cuales se pueden imponer medidas restrictivas de libertad; si bien la LNSIJPA 
contempla una serie de principios y lineamientos para imponer cualesquiera de 
las sanciones previstas en las mismas, es estrictamente necesario que este sistema 
se conduzca con personal especializado y que se lleve a cabo una interpretación 
extensiva del corpus iuris en la materia, para imponer una medida restrictiva de la 
libertad.

Donde la obligación interdisciplinar del Estado mexicano y de la sociedad es más 
que sancionar y reeducar a los adolescentes en conflicto con la ley, ya que, para 
determinar la condición de intención o de culpa como lo prevé el artículo 14 del 
Código Penal para el Estado de Jalisco, en doloso o culposo, deberán demostrarse 
indiciariamente los aspectos de la conductas como lo son: voluntad, actividad, nexo 
causal y resultado, y respecto a los adolescentes y/o menores de edad, al no contar 
con capacidad de ejercicio, lo que bajo la tutela y protección del interés superior 
de estos para que sea garantizada por el Estado, deberá reorientar la capacidad de 
goce con plenitud de derechos humanos y fundamentales, para que se desarrolle 
una personalidad conductual, capaz de identificar lo bueno de lo malo, así como 
evitar la condición de reincidencia y habitualidad, en un entorno social, que le 
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afecte al no garantizar la reintegración del adolescente en conflicto con el marco 
normativo aplicable, derivado de la afectación a un bien jurídico tutelado por parte 
del Estado a la sociedad en general y en particular.

El problema jurídico actual dentro del sistema de justicia integral para adolescen-
tes, lo podríamos advertir sin una adecuada individualización de la conducta y de la 
sanción, sobre lo previsto dentro del artículo 164 de la LNSIJPA, donde se describe 
el aspecto racional por parte de políticas públicas priorizadas por parte del Poder 
Ejecutivo y Legislativo, al incluir un catálogo de conductas donde se pretende im-
poner sin razonar —y sin atender al factor democratizador de las decisiones de los 
poderes del Constituyente—, la condición de que el Poder Judicial pueda evaluar, 
determinar e individualizar la atención y seguimiento de las medidas y sanciones a 
imponer a un menor y/o adolescente en conflicto con la ley.

Las condiciones actuales del sistema de justicia integral para adolescentes lo hacen 
poco funcional para cumplir con los parámetros racionales y razonables, tanto en 
el marco normativo internacional y nacional, sobre la eficacia en la imposición de 
sanción restrictiva de libertad para este grupo vulnerable, ya que la obligación de 
la tutela del Estado, en sus tres niveles de gobierno, es resolver el problema del de-
sarrollo de personalidad, y como consecuencia conductual, de forma integral y que 
cumpla con el interés superior de los menores, ya que, desde la racionalidad jurídi-
ca, existen las bases para cumplirlo, pero resulta que, en el caso mexicano, lo que 
impera es lo político, debido al poco dividendo en porcentajes de votantes y aspec-
tos políticos, que no resulta imperante para que el Estado aplique el principio de 
especialización judicial, y de interés superior y legítimo de los adolescentes.

Desarrollo del tema

El artículo 1o. constitucional, en sus dos primeros párrafos, a la letra señala:

Artículo 1o. En los Estados Unidos Mexicanos todas las personas gozarán de los 
derechos humanos reconocidos en esta Constitución y en los tratados interna-
cionales de los que el Estado Mexicano sea parte, así como de las garantías para 
su protección, cuyo ejercicio no podrá restringirse ni suspenderse, salvo en los 
casos y bajo las condiciones que esta Constitución establece.

Las normas relativas a los derechos humanos se interpretarán de conformidad con 
esta Constitución y con los tratados internacionales de la materia favoreciendo en 
todo tiempo a las personas la protección más amplia.

En el mismo orden de ideas, el artículo 133 constitucional señala como norma su-
prema de la Unión al bloque de constitucionalidad integrado por la Constitución, 
las leyes que emanan de la misma y los tratados internacionales de los que el Estado 
Mexicano es parte.

En virtud de lo anterior, México es parte de diversos tratados internacionales que 
brindan especial protección en términos generales a niñas, niños y adolescentes y 
estos conforman el corpus iuris del sistema de justicia para adolescentes.
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Dentro de los tratados internacionales están aquellos que, de forma general, se re-
fieren a dicha protección especial a niñas, niños y adolescentes y prohíben todo tipo 
de discriminación hacia estos; entre los instrumentos internacionales, destacan la 
Convención Americana de Derechos Humanos (artículo 19), el Pacto Internacional 
de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (artículo 10) y el Pacto Internacio-
nal de Derechos Civiles y Políticos (artículo 24).

Por otro lado, México forma parte de documentos internacionales especializados 
en la protección a niñas, niños y adolescentes. El 20 de noviembre fue adoptada, 
por la Organización de las Naciones Unidas, en la ciudad de Nueva York, la Con-
vención sobre los derechos del niño, siendo este el primer documento internacional 
vinculante que reconoce de forma integral los derechos de niñas, niños y adolescen-
tes. Dicho tratado entró en vigor internacionalmente el 2 de septiembre de 1990 y, 
en el caso mexicano, previa ratificación por el Senado de la República, fue publi-
cado en el Diario Oficial de la Federación el 25 de enero de 1991. En este documento, 
la Organización de las Naciones Unidas estableció, en el artículo 37, la prohibición 
de cualquier tipo de tortura, tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes, pena 
capital, prisión perpetua, privación de la libertad arbitraria o ilegal y respecto al 
caso que nos ocupa en el presente, establece las directrices que los Estados deberán 
adoptar en los casos de detención, encarcelamiento o pena de prisión en contra de 
un niño, mismas que deberán ser utilizadas como medida de último recurso y du-
rante el periodo más breve que proceda, y en este caso, el niño deberá ser tratado 
con humanidad y respeto; de acuerdo con las necesidades de personas de su edad, 
deberá estar separado de los adultos y tendrá derecho a mantener contacto con su 
familia. Además de lo anterior, todo niño privado de su libertad tendrá derecho a 
la asistencia jurídica, a las garantías de legalidad y a impugnar la privación de su 
libertad.

Las Reglas mínimas de las Naciones Unidas para la administración de la justicia 
de menores —Reglas de Beijing— respecto a las medidas restrictivas de libertad 
de adolescentes señala, en su artículo 10.1 la obligación del Estado de notificar de 
manera inmediata a los padres o tutores de aquel menor que sea detenido; por otra 
parte, el artículo 13 señala que sólo se aplicará la prisión preventiva como último 
recurso y durante el plazo más breve posible; en caso de prisión preventiva, los me-
nores gozarán de todos los derechos y garantías; estarán separados de los adultos y 
recibirán cuidados, protección y toda la asistencia social, educacional, profesional, 
sicológica, médica y física que requieran de acuerdo a su edad, sexo y característi-
cas individuales. El artículo 17 refiere los principios rectores que se aplicarán a las 
resoluciones y en ese sentido señala que las restricciones de libertad del menor sólo 
se impondrán en caso de que sea condenado por acto grave en el que concurra vio-
lencia o por la reincidencia, y siempre que no haya otra respuesta adecuada, mis-
mas restricciones que se deben reducir al máximo posible. Asimismo, dicho artículo 
prohíbe la pena capital y penas corporales.

Por su parte, las Directrices de Naciones Unidas para la prevención de la delincuen-
cia juvenil —Directrices de Riad— establecen, en el primer párrafo del artículo 5o.:
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5. Deberá reconocerse la necesidad y la importancia de aplicar una política progresis-
ta de prevención de la delincuencia, así como de estudiar sistemáticamente y elaborar 
medidas pertinentes que eviten criminalizar y penalizar al niño por una conducta que 
no causa graves perjuicios a su desarrollo ni perjudica a los demás.

Las Reglas de las Naciones Unidas para la protección de los menores privados de 
libertad, en sus artículos 1o. y 2o., señalan que el encarcelamiento se deberá usar 
como último recurso, limitarse a casos excepcionales y por el período mínimo ne-
cesario; establece en sus artículos 17 y 18 las disposiciones relacionadas con la pri-
sión preventiva para menores en lo que impera la presunción de inocencia, y por lo 
tanto, los menores deberán ser tratados como inocentes, además de que la prisión 
preventiva se debe evitar o en su caso limitarse a casos excepcionales.

De acuerdo con lo anterior, tenemos que, el corpus iuris del sistema de justicia para 
adolescentes, en lo que ve a documentos internacionales se encuentra conformado 
por la Convención sobre los derechos del niño, las Reglas mínimas de las Naciones 
Unidas para la administración de la justicia de menores —Reglas de Beijing—, las 
Directrices de Naciones Unidas para la prevención de la delincuencia juvenil —Di-
rectrices de Riad— y las Reglas de las Naciones Unidas para la protección de los 
menores privados de libertad; documentos que son coincidentes en señalar que las 
medidas restrictivas de libertad sólo deben ser impuestas a los adolescentes como 
última medida, por breve tiempo, y siempre y cuando no haya otra opción idónea.
Dentro del ámbito nacional, el sistema integral de justicia para adolescentes se en-
cuentra previsto en el artículo 18 constitucional; los derechos humanos respecto al 
procedimiento penal están en el artículo 20 constitucional; las reglas para la inter-
pretación de los derechos humanos se incluyen en el artículo 1o.; en el artículo 4o., 
encontramos el interés superior del menor, y en los artículos 14 y 15, las garantías 
de legalidad. Todos los artículos anteriores contenidos en la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos.

Por otra parte, tenemos la Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y Adoles-
centes que, en su capítulo décimo octavo prevé el derecho a la seguridad jurídica y 
el debido proceso y del que se desprenden los derechos que asisten a niñas, niños y 
adolescentes en casos de conflictos con la ley penal.

La Ley Nacional del Sistema Integral de Justicia Penal para Adolescentes, en su 
artículo 145, contempla las reglas para la determinación de medidas de sanción, 
entre las que se destacan, para el presente planteamiento, las medidas privativas 
de libertad, mismas que se establece que se utilizarán como medida extrema y por 
el tiempo más breve que proceda y solamente se podrán aplicar a aquellos adoles-
centes que, al momento de la comisión de la conducta tuvieren entre catorce años 
cumplidos y menos de dieciocho años. En ese sentido, la legislación en cita prevé 
dos grupos etarios respecto a la duración máxima de la medida de privación de li-
bertad; por una parte el grupo de adolescentes que se encuentren entre los cator-
ce años cumplidos y menos de los dieciséis años, a quienes se les impondrá como 
duración máxima tres años; y por otra parte, el grupo en los que se encuentran 
aquellos adolescentes que al momento de la comisión de la conducta tuvieran die-
ciséis años cumplidos y menos de dieciocho años, a quienes la duración máxima de 
la medida de privación será de cinco años. Asimismo, dicho ordenamiento señala 
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que la duración máxima del internamiento puede ser de hasta cinco años en los 
casos de homicidio calificado, violación tumultuaria, secuestro, trata de personas y 
delincuencia organizada, y el artículo 164 que establece un catálogo de conductas 
delictivas sobre las cuales puede ser aplicadas las medidas restrictivas de la libertad 
señaladas en el artículo 145.

Además de la anterior legislación citada, tenemos los códigos penales, tanto fede-
ral como de las entidades federativas, así como aquellas leyes especiales que prevén 
delitos.

Por lo que el corpus iuris del sistema de justicia para adolescentes se encuentra con-
formado por: la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, la Conven-
ción sobre los derechos del niño, las Reglas mínimas de las Naciones Unidas para 
la administración de la justicia de menores —Reglas de Beijing—, las Directrices 
de Naciones Unidas para la prevención de la delincuencia juvenil —Directrices de 
Riad— y las Reglas de las Naciones Unidas para la protección de los menores pri-
vados de libertad, la Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes, 
la Ley Nacional del Sistema Integral de Justicia Penal para Adolescentes, los códi-
gos penales, tanto federal como de las entidades federativas; las leyes especiales que 
prevén delitos, así como las leyes en la materia de las entidades federativas.

El corpus iuris y las circunstancias especiales del adolescente infractor se deben in-
terpretar bajo las condiciones de la valoración desde la lógica, máxima de la expe-
riencia y libertad de decisión, para la racionalidad, razonabilidad sean integrales 
deberán partir de la especialización.

Atendiendo a lo anterior, resulta pertinente abordar algunas definiciones como el 
concepto de “racionabilidad”. El Diccionario de la lengua española menciona que 
es la “facultad intelectiva que juzga de las cosas con razón, discerniendo lo bueno 
de lo malo y lo verdadero de lo falso” (Real Academia Española, 2014); sobre “ra-
zonabilidad” se conceptualiza como aquella “cualidad de un acto o decisión que se 
a lo esperable o aceptable en atención a su motivación y a los antecedentes conoci-
dos, y que ha sido adoptado, por tanto, razonadamente y en atención a criterios ra-
zonables” (Real Academia Española, 2022), y que tiene que ver con la ponderación.
En ese sentido el Manual de justicia para adolescentes, editado por la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación señala que la Ley Nacional del Sistema Integral de Justicia 
Penal dispone que “la naturaleza socioeducativa de las medidas de sanción y la re-
integración social y familiar como finalidades de la ejecución penal especializada,” 
(Suprema Corte de Justicia de la Nación, 2022).

Por su parte, y en opinión de José Daniel Hidalgo Murillo, quien señala la impor-
tancia de establecer la libertad como sanción; una libertad sometida a un régimen 
mediante el cual el adolescente alcance el desarrollo de sus habilidades y capacida-
des; el autor señala puntualmente:

El único modo de rehabilitar a una persona es habilitarlo —desarrollar sus propias 
habilidades— para conseguir objetivos precisos. Por ende, no se puede reinsertar sino 
hacia una sociedad para la cual se está preparado; no se puede rehabilitar sino para ob-
jetivos que exigen el desarrollo de esas habilidades. Pues bien, ningún centro de inter-
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namiento tiene la capacidad de insertar porque, contrariamente, interna. Internando al 
menor lo aleja de la sociedad. Un centro no tiene la propiedad para habilitar porque la 
privación de libertad reduce, desocializa. Un centro no puede reinsertar, porque produ-
ce una “sociabilidad” en una “sociedad” falsa y delincuencial. (Hidalgo Murillo, 2017)

Ahora bien, la propuesta es evitar las medidas restrictivas de libertad. No obstante, 
se encuentran previstas dentro del corpus iuris del sistema de justicia para adolescen-
tes, por lo que se propone un ejercicio interpretativo a través de un algoritmo don-
de la norma a aplicar en el caso concreto del corpus iuris del sistema de justicia para 
adolescentes, pase por un control difuso de constitucionalidad y convencionalidad, 
la misma se armonice con los principios de los derechos humanos, los principios 
generales del derecho, los principios rectores del proceso penal, los principios pro-
cesales y el principio de especialización, donde el coeficiente debe ser el eje de rein-
tegración social y familiar, mismo algoritmo que propongo en la siguiente imagen:

Fuente: elaboración propia.

En tanto el eje rector sea reintegrar al adolescente a la sociedad, y desde luego a su 
familia, las sanciones socio-educativas y orientadores se llevarán a cabo de forma 
integral, de manera que el adolescente se habilite para enfrentarse a la sociedad y 
se convierta en un ser responsable que afrente sus errores y repare los daños causa-
dos, y ello no se puede lograr con medidas restrictivas de libertad.

Conclusiones

El problema del sistema nacional de justicia para adolescentes es que la normativa mexi-
cana que incorpora el corpus iuris no se encuentra armonizada a la normativa internacio-
nal, y además presenta algunas antinomias en sus textos, respecto a las medidas restrictivas 
de libertad como sanción a adolescentes en conflicto con la ley. De ahí la importancia de 
llevar a cabo una interpretación extensiva por personal especializado conforme al algo-
ritmo propuesto.
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La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos es la norma que 
rige la vida de México y contiene el ideario político del pueblo mexicano. 
Por ello, es objeto de estudio permanente. Como parte de la Universidad 
Nacional, el Instituto de Investigaciones Jurídicas (IIJ) tiene entre sus 
objetivos difundir la cultura jurídica y una herramienta importante son los 
proyectos colectivos. 

Uno de los proyectos colectivos emblemáticos del IIJ se plasmó al haber publicado la 
primera Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos comentada, que ya cuenta con 
veintiún ediciones, varias de ellas en coedición con Porrúa y la última en coedición 
con el Instituto de Estudios Constitucionales de Querétaro. El formato de la obra, de 
la mayor sencillez, consiste en presentar el texto vigente de cada artículo de la Consti-
tución, seguido del comentario de algún jurista, académico o especialista en el tema, 
que describe el alcance y protección de cada artículo, y luego una bibliografía breve 
para poder profundizar en el tema. Ese modelo es el que se ha conservado a lo largo 
de todas las ediciones. La evolución de la obra ha sido la siguiente:

La primera edición apareció en 1985 con el auspicio y sello de la Rectoría de la 
UNAM en medio de celebraciones importantes: “Tres importantes conmemoraciones 
coinciden en este año de 1985: ciento setenta y cinco años del inicio del movimien-
to de independencia; setenta y cinco de haber comenzado la Revolución mexicana y 
también setenta y cinco de la creación de la Universidad Nacional de México”.1 Se 
planteó que la edición tenía como objetivo ampliar la cultura jurídica y política de los 
mexicanos, mediante el mejor conocimiento de la Constitución.

La segunda edición apareció en 1990 en coedición con el entonces Departamento del 
Distrito Federal, con presentación del entonces jefe de dicho Departamento, Manuel 
Camacho Solís, quien señaló la importancia de releer la Constitución, ya que expresa 
“las aspiraciones democráticas, las garantías sociales y las reivindicaciones naciona-
listas que han hecho la historia de México”.2

1   Carpizo, Jorge, “Presentación”, Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos comentada, México, Universidad Na-
cional Autónoma de México, 1985, p. VII.

2   Camacho Solís, Manuel, “Presentación a la presente edición”, Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos co-
mentada, 2a. ed., México, Universidad Nacional Autónoma de México; Departamento del Distrito Federal, 1990, p. 
XXIII.

La Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos 

comentada

R a ú l  M á r q u e z  R o m e r o

https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv/detalle-libro/1807-constitucion-politica-de-los-estados-unidos-mexicanos-comentada
https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv/detalle-libro/1806-constitucion-politica-de-los-estados-unidos-mexicanos-comentada
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En la tercera edición, aparecida en 1992, año del setenta y cinco aniversario de la 
carta magna, a los dos editores de la segunda edición se sumó como coeditor la Pro-
curaduría General de Justicia del Distrito Federal. Contó con un prólogo de Diego 
Valadés, quien apuntó algo interesante: “la Constitución ha sido documento diná-
mico y cambiante conforme la realidad del país lo ha requerido y como el derecho 
lo ha impuesto”.3

Con los mismos editores, se efectuó la cuarta edición en 1993, a la que se agregó 
una explicación liminar de José Luis Soberanes, en ese entonces director del IIJ. 
En este volumen se reafirma el propósito del proyecto: presentar el texto consti-
tucional vigente y sus comentarios con la idea de que el público conozca mejor la 
Constitución.4

La quinta edición la auspiciaron la UNAM, a través del IIJ y la Procuraduría Ge-
neral de la República, en 1994. La liminar estuvo nuevamente a cargo del entonces 
director del Instituto, José Luis Soberanes. Enfatiza que la obra contiene el texto 
vigente con todas las reformas efectuadas hasta la fecha de publicación, caracterís-
tica fundamental de este proyecto.5

En el mismo 1994 fue necesario realizar la sexta edición. Esta ocasión publicada 
sólo por el IIJ. En la presentación, el entonces director señaló la necesidad de la 
nueva edición por tres razones: la obra estaba agotada, había habido nuevas refor-
mas a la Constitución y el gran interés del público.6

A partir de la séptima edición y hasta la vigésima, la Constitución comentada apareció 
en coedición con la editorial Porrúa. La edición siete fue la primera que, por su ex-
tensión, requirió aparecer en dos tomos, y así se conservaron las ediciones hasta la 
catorce. De hecho, todas esas ediciones, siete a catorce, tenían el mismo formato y 
distribución e incluso conservaron la misma presentación, por lo cual se entiende 
que las diferentes impresiones actualizaban el texto vigente de la carta magna y sus 
respectivos comentarios.

La séptima edición se publicó en 1995. En la presentación del doctor José Luis So-
beranes Fernández se señala que aparece después de diez años de iniciado el pro-
yecto. “Esta Constitución comentada se ha convertido en uno de los proyectos colectivos 
más importantes del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la Universidad Na-
cional Autónoma de México, ya que a lo largo de estos diez años han colaborado 
en la misma una treintena de investigadores del propio instituto, y algunos pocos 

3   Valadés, Diego, “Prólogo a la tercera edición”, Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos comentada, 3a. ed., 
México, Universidad Nacional Autónoma de México; Departamento del Distrito Federal; Procuraduría General 
de Justicia del Distrito Federal, 1992, p. XXI.

4   Soberanes Fernández, José Luis, “Liminar a la cuarta edición”, Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 
comentada, 4a. ed., México, Universidad Nacional Autónoma de México; Departamento del Distrito Federal; Pro-
curaduría General de Justicia del Distrito Federal , 1993, p. XXIII.

5   Soberanes Fernández, José Luis, “Liminar a la quinta edición”, Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 
comentada, 5a. ed., México, Universidad Nacional Autónoma de México; Procuraduría General de la República, 
1994, p. XXI.

6   Soberanes Fernández, José Luis, “Presentación”, Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos comentada, 6a. 
ed., México, Universidad Nacional Autónoma de México, 1994, p. XXI.

https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv/detalle-libro/1788-constitucion-politica-de-los-estados-unidos-mexicanos-comentada-3a-ed
https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv/detalle-libro/1792-constitucion-politica-de-los-estados-unidos-mexicanos-comentada-4a-ed
https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv/detalle-libro/1802-constitucion-politica-de-los-estados-unidos-mexicanos-comentada-5a-ed
https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv/detalle-libro/1808-constitucion-politica-de-los-estados-unidos-mexicanos-comentada-6a-ed
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constitucionalistas más, ajenos a esta dependencia”.7 También hace referencia a lo 
dinámico y a la enorme cantidad de cambios que la Constitución había tenido en 
los últimos años.

Como ya se mencionó, las siguientes ediciones, hasta la catorce, conservaron el 
estilo y daban cuenta de los cambios constitucionales y de la actualización de los 
comentarios. La novena edición apareció en 1997; la décima en 1997 también; la 
décimo tercera es de 1998; la décima cuarta data de 1999.

La decimoquinta edición fue la primera que, aparte de ser comentada, también era 
concordada. Fue publicada en 2000 en coedición con Porrúa. En la presentación 
se señala que es la primera edición en cinco volúmenes.8 De hecho, de esta edición 
hasta la vigésima se conservó la distribución en cinco volúmenes.

La decimosexta edición, publicada en 2001, contempló la denominada reforma 
constitucional en materia indígena.9 La decimoséptima edición fue presentada en 
el mismo formato, publicada en 2002. La decimoctava edición se publicó en 2004.
La decimonovena edición apareció en 2006. En el “Prólogo a la edición del vigési-
mo aniversario (2005)” señala que así se tituló porque justo ese año (2005) habían 
cumplido veinte años de la primera edición de este importante proyecto colectivo, 
razón por la cual se recuperó e incluyó la presentación de la primera edición firma-
da por Jorge Carpizo.

La vigésima edición apareció en 2009. Contiene un prólogo titulado “Prólogo a 
la 20a. edición” en el que señala que hubo cambios significativos en el contenido 
porque al haber transcurrido cuatro años desde la anterior edición, significó que se 
dieran “25 decretos de reforma constitucional”, que obligaron a la modificación de 
“52 artículos de la carta magna”, es decir, 38 % de los artículos fueron modificados 
en cuatro años.10

Pasaron doce años para la siguiente edición. Llegamos así a la más reciente publica-
da por el IIJ, la vigésimo primera, que vio la luz en 2021, en coedición con el Insti-
tuto de Estudios Constitucionales de Querétaro. Por el tiempo transcurrido se trata 
de una edición que se elaboró de cero para poder refrescar el contenido y abarcar 
todas las reformas acaecidas en esos años. En esta edición, con el afán de recuperar 
el formato original se conservó la estructura en que aparecen el texto vigente y los 
comentarios, y se volvió a disponer el contenido en un solo volumen de 1094 pági-
nas. El libro fue coordinado por José Luis Soberanes Fernández. En la presentación 
se señala la importancia de la edición en virtud de que en 2021 se cumplieron cien 
años de la primera reforma a la Constitución:

7   Soberanes Fernández, José Luis, “Presentación”, Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos comentada, 7a. 
ed., México, Porrúa; Universidad Nacional Autónoma de México, 1994, t. I, p. XXIII.

8   Carbonell. Miguel, “Presentación”, Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos comentada y concordada, 15a. ed., 
México, Porrúa; Universidad Nacional Autónoma de México, 2000, p. XIII.

9   Carbonell. Miguel, “Prólogo a la decimosexta edición”, Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos comentada 
y concordada, 16a. ed., México, Porrúa; Universidad Nacional Autónoma de México, 2001, p. XVII.

10  Carbonell. Miguel, “Prólogo a 20a. edición”, Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos comentada y concorda-
da, 20a. ed., México, Porrúa; Universidad Nacional Autónoma de México, 2009, p. XIX.

https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv/detalle-libro/6546-constitucion-politica-de-los-estados-unidos-mexicanos-comentada-21a-edicion
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A esa modificación le han seguido cientos. Esto ha provocado que nuestra norma su-
prema haya aumentado su tamaño y se haya vuelto más compleja de entender, pues ha 
acrisolado visiones y lenguajes de distintas épocas. Por ello, en el Instituto de Investiga-
ciones Jurídicas de la UNAM consideramos contar con una nueva edición de la Consti-
tución comentada, en todos los sentidos, a efecto de explicarla y hacerla más comprensible 
y, así, contribuir a la cultura constitucional del país.11

El estudio de la Constitución es importante no sólo para los estudiantes, profesores 
y académicos dedicados al derecho, es esencial en la vida diaria de los mexicanos. 
Les invito a conocerla a través de las veintiún ediciones comentadas que, a lo largo 
de treinta y ocho años, ha publicado el IIJ.12

11  Salazar Ugarte, Pedro y Soberanes Fernández, José Luis, “Presentación”, Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos comentada, 21a. ed., México, Instituto de Estudios Constitucionales de Querétaro; Universidad Nacional 
Autónoma de México, 2021, p. XXV.

12  Para quien desee consultar otras ediciones de este tipo de textos, podemos ofrecerles, entre otras, la informa-
ción de las siguientes obras: Una Constitución comentada, elaborada por Eduardo Andrade Sánchez y publicada por 
Oxford University Press, que en su tercera edición apareció en 2016. Con coordinación de José Ramón Cossío y 
edición de Jimena Ruiz Cabañas Rivero, Julio M. Martínez Rivas y Santiago Oñate Yáñez, Tirant lo Blanch pu-
blicó una versión en 2017 en tres volúmenes. Hay una versión comentada, comparada, tematizada y correlaciona-
da, con introducción de Wendy Vanesa Rocha Cacho, publicada por Gallardo Ediciones en 2024. La Constitución 
interpretada. Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos con jurisprudencia, 2a. ed., así como Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos, 14a. ed., ambas de Miguel Carbonell, fueron publicadas por Tirant lo Blanch. La 
Suprema Corte de Justicia y la UNAM, a través de la Oficina de Rectoría, publicaron entre 2012 y 2014 una se-
rie titulada La Constitución comentada para niñas, niños, jóvenes y para todos, con al menos siete títulos destinados a tratar, 
con base en la Constitución, temas como ¿qué es una Constitución?, historia de las Constituciones mexicanas, 
derechos humanos, etcétera. Otra más es de la autoría de Rafael I. Martínez Morales que, publicada por Oxford 
University Press, alcanzó la octava edición. De la autoría de Arturo Rodríguez Gutiérrez, hay versión publicada 
por Editorial PAC. Una Constitución con jurisprudencia y comentada por los profesores de la Facultad de Dere-
cho de la UNAM, coordinada por Sergio R. Márquez Rábago y publicada por Porrúa. Otra edición es la de Luis 
Felipe Guerrero Agripino, titulada Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Edición comentada, que publicó 
Grañen Porrúa Grupo Editorial, en 2017.
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Los medios de prueba pericial requieren de expertos en una rama de la ciencia, arte 
u oficio que es necesario para que el juzgador esté en posibilidad de emitir una reso-
lución apegada a los hechos, y con las consecuencias jurídicas que la norma jurídica 
establece.

Sin embargo, el debate actual en las redes sociales ha provocado que el público en 
general y los juristas nos enfoquemos en las pseudociencias, concretamente en la gra-
fología. Si bien, en el momento de su creación como disciplina se buscó encontrar 
una herramienta a la psicología para permitir descubrir la personalidad de un sujeto, 
sus postulados pronto cayeron en desprestigio por la nula evidencia científica que la 
sustentara. Después de descartarse como ciencia, pasó a formar parte de guías para 
adivinar la suerte o el futuro, como la guía completa para adivinar la suerte escrita 
por Kevin Martin en editorial Diana; en ese texto, la grafología comparte espacio 
junto al tarot, la astrología y la frenología.

Muchas veces los postulantes suelen confundirse entre la grafoscopía, que se usa para 
determinar la veracidad de un texto o documento, y la grafología, cuya finalidad es 
buscar rasgos de la personalidad en la escritura, incluso, con la caligrafía, que deter-
mina los tipos de letra y su belleza; empero, sólo algunos astutos intentan qué el juz-
gador determine rasgos de la personalidad como la agresividad para favorecer a sus 
clientes. Sobra decir que la grafología es una pseudociencia, interesante como estu-
dio en la historia de ciencias como la psicología o como mero entretenimiento, pero 
inaceptable en el ámbito forense.

La utilidad del debate ahora debe centrarse en conocimientos igual de pseudo cien-
tíficos, como el de las pruebas proyectivas y psicométricas, que son mayormente usa-
dos en el campo del reclutamiento de personal y como medio de prueba en asuntos 
penales referentes a delitos sexuales; asimismo, en materia familiar, para determinar 
régimen de convivencia entre menores y sus padres.

La prueba (entendida como análisis) proyectiva busca descubrir pensamientos y la 
personalidad de un sujeto, desvelando emociones inconsistentes, esto permite obser-
var problemas en el comportamiento y creencias.

La prueba psicométrica mide la capacidad de adquirir conocimiento y rasgos de la 

Psicometría y pruebas 
proyectivas dentro de la 

psicología forense
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personalidad de un sujeto, son estandarizados y arrojan evidencia sobre habilidades 
de la persona, como la tolerancia a la frustración o lógico- matemáticas.

Estos instrumentos se encuentran entre el conocimiento científico y el borde exte-
rior de la adivinación, pues los pilares sobre los que se asientan son puramente es-
peculativos, como la idea del subconsciente dentro del psicoanálisis.

Los más entusiastas del tema, como el equipo de edición de psico-smart aseveran 
que las pruebas psicométricas eficientan un 60 % los procesos de reclutamiento de 
personal y predicen con efectividad del 80 % el desempeño de sus candidatos a em-
pleo, porque permite identificar “talento” o “intuición”. Pareciera mucho el por-
centaje, pero no es válido en el ámbito científico, pues no permite distinguir entre 
causalidad y casualidad de los resultados. Ello se confirma con el estudio realizado 
por Andy Rick Sánchez Villena y José Ventura León publicado en Revista chilena de 
pediatría (2020), pues señala sobre las pruebas psicométricas:

[...] son técnicas poco efectivas para la detección de desórdenes emocionales, conduc-
tuales, cognitivos, abuso sexual y/o físico, pero es importante recalcar que podrían 
utilizarse como instrumentos de detección preliminar siempre y cuando estén a la luz 
de una evaluación clínica profunda del paciente. De ese modo, es recomendable no 
basar el diagnóstico exclusivamente en estos instrumentos, pues existe un conjunto de 
técnicas con mayor evidencia científica (como la entrevista clínica, la observación con-
ductual o pruebas psicométricas) para obtener un diagnóstico preciso y confiable en la 
evaluación infantil.

Respecto de las pruebas proyectivas, nos apunta Luis Fernando Sabogal T. en re-
vista DUAZARY (2004):

Las pruebas proyectivas incluyen una interacción entre el examinador y la prueba, 
abriendo la posibilidad de una dinámica diferente. El procedimiento debe proporcionar 
al examinador indicios sobre la personalidad del examinado que no se podría obtener 
en ninguna otra forma. No obstante, la validez de estos indicios (y esto es un acuerdo 
rotundo) está abierta a la comprobación científica y los métodos proyectivos han fallado 
con frecuencia en esas pruebas.

En efecto, las definiciones de talento, intuición, mente, resiliencia, y muchos otros, 
implican una profunda subjetividad, por lo que es inverosímil pretender medirlos 
objetivamente. Si lo trasladamos al campo forense, aspectos por sí emotivos y trá-
gicos podrían confundirse, pues la respuesta fisiológica y conductual de un sujeto 
dado a cualquier evento traumático, como una agresión, es la misma, haciendo im-
posible saber por sus síntomas si es producto de conductas sexuales o sólo violentas 
que pudieran ser típicas de delito. La confusión se agrava si no se cuenta con le-
siones o evidencia física que lo demuestre, encausando al perito sólo por el relato; 
incluso, la práctica de las periciales en psicología que son acompañadas por estas 
pruebas, resulta traumatizante, capaz de insertar recuerdos falsos en los sujetos.

En el proceso penal se suelen encontrar casos en que víctimas de agresiones se-
xuales carecen de evidencia física, como lesiones por conductas como la violación. 
Ante ello, la investigación ministerial, por tratarse de un delito de realización ocul-
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ta, no cuenta con testigos o prueba material del hecho, sino que se funda en la 
perfección de pruebas derivadas del dicho de la propia víctima y en periciales psi-
cológicas que se basan en la entrevista y pruebas proyectivas o psicométricas. Sobre 
ello nos apuntan Carolina Navarro, Iris Gallardo y Ruth Weinstein en Estándares 
para la Investigación sobre Pruebas Proyectivas y Abuso Sexual Infantil (2017):

Es preciso señalar que no existen instrumentos conocidos específicos para la detec-
ción del abuso ni para la evaluación del impacto psicológico en NNA1. Frente a esta 
carencia, los profesionales de la Psicología han recurrido al uso de diferentes instru-
mentos, dentro de los que destacan las pruebas proyectivas (PP). Entre las más utiliza-
das se cuentan las PP gráficas Dibujo de la Figura Humana, el Dibujo de la Familia, el 
Test Árbol-Casa-Persona (HTP) y el Dibujo de la Persona Bajo la Lluvia; mientras que 
dentro de las PP narrativas de mayor uso se incluyen el Test de Apercepción Infantil 
(CAT-A y CAT-H), así como el Test de Relaciones Objetales (TRO), entre otras.

A final de cuentas, la pregunta obligada es ¿se puede engañar a un perito psicólogo? 
La respuesta es sí; y viceversa, la ideología ha llevado a peritos y charlatanes a ma-
nipular pacientes, dictámenes y autoridades con la finalidad de conseguir sus obje-
tivos, como el caso de Jazmín Carro en Argentina, que fue alentada por psicólogos 
del Ministerio de la Mujer a denunciar a su padre por violación.
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El 28 de febrero se conmemorarán los 500 años del asesinato del último 
gobernante de la civilización azteca, suceso del cual únicamente se cuenta 
con dos fuentes documentales directas, la de Cortés y Bernal Díaz del 
Castillo, y versiones orales tardías que recogieron algunos frailes entre los 
indígenas. En este artículo se busca ofrecer una visión imparcial, la verdad 
histórica, de los acontecimientos que dieron origen a la Nueva España. 

En torno a los últimos años del señorío mexica o azteca y a la defensa de éste tenemos 
una visión construida en varias ocasiones por relatos de personas que no atestiguaron 
los hechos y que ni siquiera estuvieron jamás en nuestro territorio. Pero gracias al tra-
bajo de arqueólogos e historiadores de los siglos XX y XXI se ha podido determinar 
que en los años de la conquista española la clase gobernante de México-Tenochtit-
lán tuvo enfrentamientos entre sí, de tal suerte que Cuitláhuac y Cuauhtémoc fueron 
opositores de Moctezuma Xocoyotzin porque no defendía óptimamente a su pueblo 
y parecía haberse sometido a los invasores.

Genealogía y vida pública

En primer término se deben hacer algunas anotaciones sobre la genealogía y vínculos 
familiares de Cuauhtémoc, éste fue hijo de de Ahuízotl (octavo tlatoani de los mexi-
cas) y de Tilacápatl, quien fue hija de Moquihuix, último gobernante de Tlatelolco 
antes de que los mexicas conquistaran dicha zona. Cuauhtémoc era primo de Mocte-
zuma Xocoyótzin y de Cuitláhuac (tlatoani de Iztapalapa, y medio hermano de Moc-
tezuma). Por otra parte, se debe mencionar que Tetlepanquétzal (señor de Tacuba), 
también era primo de Cuauhtémoc y murió con él por órdenes de Cortés. 

Las crónicas explican que desde 1515 Cuauhtémoc fue entronizado como señor de 
Tlatelolco y esa sería la causa principal por la cual en la guerra contra los españo-
les dicho lugar fuera utilizado por las huestes indígenas como refugio para organizar 
desde ahí la defensa. No se tiene certeza sobre la fecha de nacimiento de este perso-
naje, pero se calcula que tenía entre 18 a 20 años en la época que acometió la defensa 
de Tenochtitlan. 

La muerte del tlatoani 
Cuauhtémoc

A d r i a n a  B e r r u e c o  G a r c í a
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Las memorables batallas

Al morir Moctezuma lo sucedió en el trono Cuitláhuac quien había dirigido la ba-
talla conocida como la de la noche triste (30 de junio y 1o. de julio de 1520), en la 
que el bando español sufrió una estrepitosa derrota. Esta batalla se originó porque 
Cortés decidió huir de Tenochtitlan llevando consigo a los Hijos de Moctezuma, a 
los que había mantenido presos en el palacio de Axayácatl. Pero lo que Cortés más 
deseaba defender era el oro del reino indígena, el cual ya había repartido como bo-
tín de guerra entre sus capitanes y soldados.

Precisamente el peso de los metales preciosos que se robaban los españoles les difi-
cultó la huida. Murieron cientos de indígenas de los dos bandos, igualmente hubo 
grandes bajas de combatientes europeos, perdieron bastantes caballos, artillería y 
oro. Guiados por Malitzin e indios tlaxcaltecas, Cortés y su tropa lograron llegar a 
lo que hoy es la zona de Los Remedios y de ahí partieron a Otumba. Los mexicas 
rescataron a Tecuichpo, la hija de Moctezuma, quien posteriormente se convertiría 
en cacique de la República de los indios con el nombre de Isabel de Moctezuma. 

Pero el reinado de Cuitláhuac duró aproximadamente 80 días porque se contagió 
de viruela y falleció en noviembre de 1520. Entonces Cuauhtémoc fue elegido go-
bernante del reino mexica y tuvo la dura misión de defender Tenochtitlan porque 
desde enero de 1521 Hernán Cortés regresó para recuperar la apreciada ciudad de 
los palacios.

El nuevo tlatoani además de hacer obras de reconstrucción en Tenochtitlan procu-
ró reforzar la seguridad de la isla y realizó llamados a gobernantes de reinos cerca-
nos para que le dieran auxilio ante los invasores, pero no tuvo mucho éxito.

En abril de 1521 el avance de Cortés era avasallante en las zonas colindantes con 
la capital mexica, en mayo finalmente ingresó a Tenochtitlan con sus tropas (mayo-
ritariamente indígenas) a bordo de trece bergantines. Las batallas se intensificaron, 
Cuauhtémoc tuvo que dirigir la defensa desde Tlatelolco en condiciones muy des-
ventajosas pues en Tenochtitlan la población estaba padeciendo hambre y sed por-
que Hernán Cortés hizo que se bloqueara la recepción de agua potable y la llegada 
de víveres, además, gran parte de los mexicas también se contagiaron de viruela. A 
Tlatelolco huyó la mermada población azteca y desde ahí combatieron a los inva-
sores hispanos hasta el 13 de agosto de 1521, cuando Cuauhtémoc fue capturado 
por García Olguín, quien lo llevó ante Cortés éste perdonó la vida del tlatoani a 
pesar de que le suplicó que lo matara porque ese debía ser el final de un guerrero 
que había sido apresado en combate (según la tradición mexica).

Los últimos años y la muerte de Cuauhtémoc

En cuanto Cortés apresó al tlatoani mexica se dedicó a presionarlo para que le di-
jera dónde había quedado el oro de Moctezuma, el que los españoles habían per-
dido en la Noche triste. Al no obtener la información el conquistador ordenó que 
Cuauhtémoc fuera torturado aplicándosele aceite hirviente en los pies y las piernas, 
prácticas que lesionaban incluso los tejidos esqueléticos.
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Hernán se trasladó a Coyoacán llevando consigo al joven tlatoani (se calcula que te-
nía 18 años), en esa zona tuvieron que fijar su residencia temporal por lo que ahora 
es el centro de la Ciudad de México, era una región insalubre por la cantidad de 
cadáveres que se hallaban en los canales y tierra firme.

En los meses posteriores Cuauhtémoc fungió como autoridad para asuntos civiles y 
administrativos relacionados con los indígenas. Nos queda como testimonio de ello 
un documento denominado Ordenanza del Señor Cuauhtémoc, el cual consta de 
tres hojas, emitido en 1523, actualmente es resguardado en la Universidad de Tu-
lane, Nuevo Orleáns, narra la historia de los tlatelolcas y establece los límites terri-
toriales entre Tacuba, Tenochtitlan y Tlatelolco.

En 1524 Hernán Cortés decidió iniciar una expedición hacia el sur, concretamente 
a las Hibueras (en Honduras) para sofocar la sublevación que contra él inició Cris-
tóbal de Olid. Cortés llevó una gran comitiva en la que se hallaban la Malinche, 
el fraile franciscano Juan de Tecto y los señores indígenas Cuauhtémoc, Tetlepan-
quétzal (señor de Tacuba y primo de Cuauhtémoc).

Fue un desastre el recorrido porque pasaron por lugares pantanosos, se les acaba-
ron los víveres y el agua, murieron de hambre varios de los expedicionarios. Cortés 
de manera sospechosa afirmó que le habían informado que Cuauhtémoc y Tetle-
panquétzal habían planeado una conspiración en contra del conquistador, éste los 
interrogó y los dos jefes indígenas dijeron no estar involucrados en la rebelión y que 
solamente se habían enterado de ella por conversaciones de algunos integrantes de 
la expedición.

Debemos subrayar que solamente se cuenta con la versión de Hernán Cortés so-
bre estos hechos y que sus diálogos con los tlatoanis eran mediados con la traduc-
ción de la Malinche. En forma precipitada el capitán hispano sentenció a morir en 
la horca a los dos dignatarios indígenas, orden que se ejecutó el 28 de febrero de 
1525. Antes de fallecer se les proporcionaron servicios religiosos cristianos, los que 
estuvieron a cargo de fray Juan de Tecto quien recibió la confesión de Cuauhtémoc 
y Tetlepanquétzal. Bernal Díaz del Castillo menciona que hubo descontento entre 
la gente que formaba parte de la expedición por la decisión de Cortés porque les 
pareció injusta. 

Corolario

Hasta la fecha se desconoce el lugar donde se sepultaron los restos mortuorios de 
los dos defensores de las civilizaciones indígenas, a pesar de que en el siglo XX se 
formaron varias comisiones oficiales para investigar este dato. Se debe considerar 
que la ejecución de los tlatoanis y la sepultura de sus cuerpos fueron realizadas con 
gran premura porque Cortés deseaba continuar el viaje para apoderarse de Las Hi-
bueras y, además, quería evitar sublevaciones de los naturales, pero principalmente 
ya tenía en mente entronizar en Tenochtitlan y Tlatelolco a personas indígenas que 
eran dóciles a los españoles. De estos sucesos quedaron como testimonios los códi-
ces que hacen referencia a la muerte de Cuauhtémoc, éstos son el Aubin, Lienzo de 
Tlaxcala y el Vaticano A, principalmente.
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En la actualidad el artículo 18 de la Ley sobre el Escudo, la Bandera y el Himno 
Nacionales establece que la bandera de México se izará a media asta el 28 de fe-
brero en conmemoración de la muerte del Cuauhtémoc, último gobernante de los 
aztecas.
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Introducción

Esta presentación se funda en la necesidad de introducirnos en el aspecto 
regresivo que implica el odio, en especial, fundamentalmente cuando se 
irradia del Estado, como toda metodología intencional, emergiendo un 
vínculo destructor de la necesaria tutela de los derechos humanos y la 
imprescindible calidad de vida humanitaria. Ello implica —en cuanto a su 
caleidoscopio conceptual— la destrucción de todo protocolo social, ético y 
legal del medioambiente (v. gr. comunal, estadual, nacional e internacional), 
siendo abordadas e implementadas las soluciones posibles a través de las 
nuevas visiones y posibilidades que brindan los paradigmas planetarios 
holísticos, inter alia, el Dodecaedro del Riesgo Laboral y Ambiental (DoRLA) 
y la Constelación Humanoide Planetaria (CoHuP).

Desarrollo

Es importante establecer que se propicia un sistema conceptual (Ander-Egg, Ezequiel, 
1979, pp. 19 y 20) para lograr representar los fenómenos (simbolismo lógico) y ex-
presarlos en un signo conceptual (simbolismo gramatical). En este sentido, nos de-
tenemos y referenciamos a la pedagogía como la filosofía, ciencia y técnica de la 
educación, lo que se correlaciona positivamente con la heurística, como una palabra 
que proviene del griego y tiene igual raíz etimológica de Eureka, que indica “lo he 
encontrado”. La heurística es la disciplina que prepara a la creación y al descubri-
miento, y que incorpora todos los argumentos que puedan conducir a desarrollar los 
diseños propuestos. En este orden de ideas, efectuaremos —en principio — toda in-
dagación somera, acompañada por el sendero del holismo (la práctica del todo); re-
cordando que las funciones de la inteligencia —tema no menor de lo tratado (por la 
posible pérdida de la realidad)— consisten en comprender e inventar, también cons-
truir estructuras, estructurando lo real (Piaget, 2016, p. 41).

En tal orden nos apoyamos en la filosofía al subrayar, según Villey (1995, pp. 3-5), 
que filosofar no es encontrar un sistema de categorías con el que pensar el mundo, 
debido a que el sistema que todo pretende abrazar por principio es falso. La filosofía 
es un proceso amplio y, desde su inicio, debe ser consciente de este carácter abierto 
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e inacabado, habida cuenta de que el mundo humano es un mundo incierto y ocu-
pado de vida que no puede ser ceñido a las cosas muertas de lo cognoscente. Para 
el profesor parisino, toda doctrina se ubica incorporada dentro de unos contextos 
y determinadas circunstancias históricas que la validan. En tal orden, confirmamos 
que nuestra opinión crítica se fundamentará en el desarrollo de la doctrina especia-
lizada y los fallos ejemplares y señeros de las judicaturas internacionales, entre otros 
aspectos interdisciplinarios.

A la luz de lo propuesto, establecemos para introducirnos en el abordaje señala-
do —como relación directa e introductoria— que el derecho administrativo con 
el poder hace que su evolución se encuentre estrechamente emparentada con el 
progreso del Estado y de los sistemas políticos, que incorporan las ideologías so-
bre la organización de la sociedad y del Estado. Como expresa Lucas Verdú, “las 
normas constitucionales expresan una ideología jurídicamente organizada en una 
estructura social” (Verdú, 1981, p. 1489). En tal orden, como lo conceptualiza acer-
tadamente Maurice Hauriou, el Estado es la “institución de las instituciones”; la 
institución suprema o última. Ninguna otra institución posee igual poder de inte-
gración (citado por Prélot, 1988, p. 80).2

Avanzando en el propósito expuesto, direccionamos los pensamientos sobre el Esta-
do social y democrático de Derecho (v. gr. subordinación de la administración a las 
leyes) en la guía de Jacques Chevallier (2011, p. 603), al explicitar que los grandes 
autores de principios del siglo XX, al mismo tiempo que se esmeraban por cons-
truir una ciencia del derecho administrativo, indivisible de una teoría general del 
Estado y sustentada en las ciencias sociales, procuraban realizar una labor doctri-
nal. Cabe consignar que el régimen del Estado de derecho es una estructura de li-
mitación a las autoridades administrativas y al Poder legislativo.

En este entendimiento es importante reseñar que el Estado Social es interpretado 
conforme a Pedro Dorado como “El Estado cooperativo, cuyas funciones no son 
propiedad, por decirlo así, del soberano, sino más bien servicios colectivos, cuyos 
órganos y funcionarios no tengan otro carácter que el de administradores de los 
intereses generales y comunes, designados, por consecuencia, por la comunidad y 
responsables ante ella” (1899, p. 255; Peces-Barba, 1999, p. 172). En el mismo ca-
mino conducente, mencionamos que en Francia el sistema se fundamenta en la se-
paración de poderes, en el respeto de los derechos naturales e imprescriptibles del 
hombre y en la ley como manifestación de la voluntad general (Díaz, 1972, p. 33).

Llegada a estas consideraciones, nos detenemos para introducirnos a la conceptua-
lización socio-jurídica del odio y sus implicancias al medioambiente. En tal senti-
do, comenzamos la aproximación de toda organización cultural, a través de la guía 
maestra de Freud (1992, p. 7) al mencionar, v. gr., que se creería posible una regu-
lación nueva de los vínculos entre los hombres, que opacara los inicios del descon-
tento con respecto a la cultura renunciando a la compulsión y a la sofocación de lo 

2   Fernández, H. (2024) La democracia argentina. Su prognosis y prospectiva humana, política y jurídica. Revista 
Hechos y Derechos, vol. 15, n°82, julio-agosto 2024, citando a Prélot, M. (1988). La ciencia política, Editorial Univer-
sitario de Buenos Aires.
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pulsional, habida cuenta que los seres humanos, libres de toda discordia interior, 
pudieran consagrarse a producir bienes y gozarlos (la Edad de Oro).

Cabe resaltar que, en el odio, hay algo más que agresividad: “hay una consistencia 
de esta agresividad que merece el nombre de odio y que apunta a lo real del Otro 
(Miller, 1985-1986, p. 53)3; es el odio al propio goce”. En el Seminario 20, Lacan 
(1972-1973) ubica el amor apuntando al saber, en la línea de la instalación del su-
jeto supuesto saber; y el odio en relación con la de suposición de saber, si lo toma-
mos en su vínculo con el amor. Es extremadamente importante saber que el odio 
persigue a su víctima más allá de la muerte. No es suficiente que quiera del otro “su 
envilecimiento, su pérdida, su extravío, su delirio, su negación total, su subversión” 
(citado por Regnault, 2014, p. 82).

Efectuado un acercamiento psicosocial del odio, avanzamos sobre algunas conside-
raciones preceptivas que caracterizan su marco conceptual.  Así, por un lado, surge 
el encuadre europeo, que, por razones históricas conexionadas principalmente al 
horror del Holocausto, y por los rasgos observables de su concepción de la demo-
cracia, interpretada como una democracia militante, alienta a ser mucho menos 
flexible con los discursos intolerantes. En el modelo construido por el Convenio 
Europeo para la Protección de los Derechos Humanos y de las Libertades Funda-
mentales de 1950 existe una cierta desconfianza hacia el pensamiento de que la de-
mocracia pueda llegar a resistir el desafío de determinados discursos objetivamente 
opuestos a la idea de dignidad y de igualdad en derechos de la totalidad de los seres 
humanos, de tal forma que, en su estructura jurídica, la libertad de expresión no 
ampara determinadas formas de propaganda. 

Dicho lo cual, autores como Bertoni (2007) consignan que los discursos de odio 
pueden definirse tanto por su intención como por su objetivo. Con respecto a la in-
tención, el discurso de odio es “aquel diseñado para intimidar, oprimir o incitar al 
odio o a la violencia [...] Históricamente, los discursos de odio no han tenido límites 
temporales o espaciales. Fueron utilizados por los oficiales nazis en Alemania y por 
el Ku Klux Klan en Estados Unidos, así como por una amplia gama de actores en 
Bosnia durante los años noventa y en el genocidio en Ruanda en 1994” (p. 179). Por 
lo que refiere a su objetivo, hay que identificarlo como un discurso de odio construi-
do para atacar a un blanco concreto; por ejemplo, a un grupo social determinado, 
a una etnia, a las mujeres, a los ancianos, etcétera.

En esta inteligencia, el discurso del odio puede lograr silenciar o subordinar a cier-
tos grupos sociales minoritarios o vulnerables —claro, también, a una gran mayo-
ría de la población (como estrategia política)—, lo que provoca una deconstrucción 
de la libertad de expresión. Las expresiones subversivas pueden provocar e incidir 
emocionalmente de orden grave, personal o colectiva, provocando dolor, humilla-
ción y violencia, lesionando la dignidad de las personas contra las que se enuncian 
dichas exteriorizaciones. Ello implica —por su elevada crueldad y perversión— la 
violación de un gran número de derechos humanos.

3   Miller, J. A. (1985-1986) Extimidad, Buenos Aires: Paidós, pág. 53.
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Un elemento de juicio resalta el inmanente peligro de los discursos del odio que 
velozmente pueden detonar la violencia; de allí la postura mayoritaria ha señala-
do que las condiciones —peligro real e inminente— son factores elementales para 
tener en cuenta en el análisis de las expresiones controvertidas. Así lo ha puesto de 
relieve, v. gr., la Suprema Corte de Estados Unidos.4

En distinto sentido, el Consejo de Europa ha definido el discurso del odio como 
“todas las formas de expresión que difundan e inciten, promuevan o justifiquen el 
odio racial, la xenofobia, el antisemitismo y cualquier otra forma de odio fundado 
en la intolerancia, incluida la intolerancia que se exprese en forma de negacionis-
mo agresivo y etnocentrismo, la discriminación y hostilidad contra las minorías, los 
inmigrantes y las personas nacidas de la inmigración” (Comité de Ministros sobre 
el Discurso del Odio, 1997).

La animosidad incorporada en cada expresión de odio puede lesionar el honor de 
ciertos colectivos, agraviar sensibilidades o remover heridas que parecían ya estar 
cerradas. Identificar la intencionalidad como elemento clave que descubra las ex-
presiones que vulneren ciertos valores sociales y que se extralimiten a la protección 
que brinda la libertad de expresión, no es una tarea de fácil despacho (Bertoni, 
2007, p. 182).

En el contexto que fija la hermenéutica del odio, traemos el caso señero del Partido 
de la Prosperidad (Refah Partisi) contra Turquía, de 31 de julio de 2001. El Partido Pros-
peridad fue disuelto por una resolución del Tribunal Constitucional de Turquía al 
ser considerado fundamentalista islámico, lo que violentaba el principio constitu-
cional de laicidad. Entre otras cosas, el partido exhortaba a la población a seguir 
la guerra santa (Yihad) y a aplicar la Sharia, que es el derecho islámico, desde un 
Gobierno de coalición, lo que significaba una amenaza para la democracia y las li-
bertades pluralistas en un Estado laico, aunque existiera una mayoría islámica. El 
caso fue llevado al Tribunal Europeo de Derechos Humanos (TEDH) aduciendo 
vulneración de los artículos 10 y 11 del CEDH; claro que, el Tribunal estableció 
que la disolución del partido era una pronunciación necesaria en una sociedad de-
mocrática. Asimismo, consideró proporcionada la declaración del Tribunal Cons-
titucional de Turquía en virtud de que el proyecto político asumido por el partido 
era incompatible con el Convenio (García Roca, 2002, p. 295-334).

Ahora direccionamos los pensamientos y hechos hacia el medioambiente. A todas 
luces iniciamos su conflictividad, por intermedio de Apocalipsis: “Vi un cielo nuevo 
y una tierra nueva; porque el primer cielo y la primera tierra pasaron, y el mar ya 
no existía más”. “Después me mostró un río limpio de agua de vida, resplandecien-
te como cristal...” (Apocalipsis 21.1 y 22,1).

En este temperamento, Francisco (2020) nos habla que la Iglesia quiere tender la 
mano. Quiere recordar y caminar juntos. En este camino, “consciente del patrimo-
nio común con los judíos, e impulsada no por razones políticas, sino por la religiosa 

4   Véanse las Sentencia Texas contra Johnson. (1989). 491, US, 397, sobre la quema de banderas; Sentencia RAVcontra 
City of  St. Paul. (1992). 505, US 377, sobre la quema de cruces, y Sentencia Snyder contra Phelps. (2011). 131 S. Ct. 
1207, sobre expresiones homofóbicas.
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caridad evangélica, deplora los odios, persecuciones y manifestaciones de antise-
mitismo de cualquier tiempo y persona contra los judíos”. En este caminar y sobre 
“el conflicto y el miedo”, se argumenta que la soledad, los miedos y la inseguridad 
de tantas personas que se sienten abandonadas por el sistema, hacen que se vaya 
creando un terreno fértil para las mafias. Porque ellas se afirman presentándose 
como “protectoras” de los olvidados, muchas veces a través de diversas ayudas, 
mientras persiguen sus intereses criminales. Hay una pedagogía típicamente mafio-
sa que, con una falsa mística comunitaria, crea lazos de dependencia y de subordi-
nación de los que es muy difícil liberarse (Francisco, 2020). También en lo atinente 
al respeto de la dignidad humana emerge la guía rectora de que su respeto no puede 
absolutamente prescindir de la obediencia al principio de “considerar al prójimo 
como otro yo, cuidando en primer lugar de su vida y de los medios necesarios para 
vivirla dignamente” (Concilio Vaticano II, 1966).

Recordamos que Horacio, en uno de sus poemas, ha dicho que “naturam expellas 
furca, tamen usque recurrent” (expulsas a la naturaleza con una horca, pero ella sigue 
regresando). La especie que contamina las condiciones ambientales esenciales para 
su vida y la de las demás especies es aquella que más sufre las consecuencias de ese 
actuar, fundamentalmente de los grupos más vulnerables, como los niños y los an-
cianos, que son grupos que sufren dolencias cardiovasculares y respiratorias que los 
dirigen a la muerte (Revista Pesquisa Fapesp, 1997).

En tal sentido, se forja la consideración de los derechos humanos conteste a la opi-
nión del distinguido profesor de Turín, Bobbio (1991), al consignar que: “no se 
trata tanto de saber cuáles y cuántos son estos derechos, cuál es su naturaleza y su 
fundamento, si son derechos naturales o históricos, absolutos o relativos, sino cuál 
es el modo más seguro para garantizarlos, para impedir que, a pesar de las declara-
ciones solemnes, sean continuamente violados” (p. 64).

Así, conteste al derecho internacional de los derechos humanos, únicamente hay 
desarrollo y democracia si se respetan los derechos humanos, poseyendo igual iden-
tidad para los demás ejes de la relación de interdependencia. Existe una falsa dico-
tomía entre vida y economía; desarrollo y sustentabilidad; principio mayoritario y 
protección de las minorías, una vez que los factores de la ecuación son indivisibles 
e interdependientes, no hallándose el uno sin el otro (De Oliveira y Moreira, 2016).

Por lo tanto, no hay —ninguna— duda sobre la interdependencia entre derechos 
humanos y medio ambiente, habida cuenta que el derecho internacional de los de-
rechos humanos evidentemente reconoce el derecho al medio ambiente sano como 
un derecho humano de expresión universal y transindividual singularizado por la 
titularidad difusa, es decir, por sujetos indeterminados o indeterminables que se 
relacionan en una base real. En efecto, la Corte Interamericana expresamente re-
conoció este derecho en su Opinión Consultiva 23/2017, plasmando, condiciones 
para la imputación de responsabilidad internacional a los Estados por violación a 
los derechos humanos en contexto de daños ambientales, además, en caso de daños 
ambientales transfronterizos (2017, p. 102).
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En consonancia con lo tratado, creemos conveniente confirmar la estructuración y 
clasificación de los derechos humanos —cuya argumentación excede ampliamen-
te la presente presentación— de tercera generación (v. gr. calidad de vida, medio 
ambiente, seguridad e higiene laboral), cuarta generación (v. gr. desarrollo susten-
table-sostenible), quinta generación (v. gr., administración de riesgos, enfoque fi-
losófico, ético-deontológico ambiental, neurociencias, neuroderechos), y de sexta 
generación (v. gr. paradigmas universales planetarios: Dodecaedro del Riesgo La-
boral y Ambiental DoRLA y la Constelación Humanoide Planetaria CoHuP) (Fer-
nández, 2024b).

En este camino conducente, esfuerzos latinoamericanos se han materializado para 
ir “Construyendo un Futuro Sostenible (XXIX Cumbre MERCOCIUDADES)” 
(Gray, 2024) con el propósito de, v. gr.: a) reunir a 380 ciudades de 11 países de la 
región (Argentina, Bolivia, Brasil, Chile, Colombia, Ecuador, México, Paraguay, 
Perú, Uruguay y Venezuela), donde residen más de 120 millones de personas; b) la 
actividad se lleva adelante en colaboración con la Unidad G2 (Autoridades Loca-
les, Organizaciones de la Sociedad Civil, Fundaciones) de la Dirección General de 
Alianzas Internacionales (DG-INTPA) de la Comisión Europea (CE), el objetivo 
es realizar un panel de discusión para presentar los hallazgos preliminares de un 
estudio sobre la descentralización y el desarrollo territorial en la región; c) el estu-
dio, realizado en 2023-2024 por la Facilidad TALD (Territorial Approach to Local 
Development) de la CE, es una contribución para comprender y valorar el estado 
actual de la descentralización en América Latina y el Caribe, así como el marco ju-
rídico-institucional en el que operan los gobiernos subnacionales de la región.

La guía práctica “Medir y planificar ante el cambio climático” ordena y presenta 
información y herramientas clave que los gobiernos locales pueden utilizar para di-
señar e implementar políticas de gestión climática y pone en valor las experiencias 
de siete ciudades socias de la iniciativa en materia de adaptación y mitigación.

Llegado al punto de exploración, parece haber una variable intermedia entre el 
odio (v. gr., fondos económicos internacionales, funcionarios y partidos políticos que 
niegan, involucionan y/o agravian los derechos humanos), el medio ambiente y los 
aspectos socioculturales. Nos encontramos en el ámbito de las emociones como cons-
tructos socioculturales. Para poder identificar y analizar las muy diferentes emociones 
que sienten los sujetos, Jaspers (2018, p. 13) ha construido una tipología que pro-
picia diferenciar entre emociones que tienen distintas características, más o menos 
estables en el tiempo, que obedecen o no a un objetivo, como (v. gr.) emociones re-
flejo (rabia, miedo, disgusto, conmoción); necesidades (urgencias: hambre, agota-
mientos); estados de ánimo (modos: reflejos, interacciones); compromisos afectivos 
(sentimientos positivos y negativos hacia personas o cosas, como amor u odio, agra-
do-desagrado, respeto o desprecio); y emociones morales (sentimientos de aproba-
ción o desaprobación) (2018, p. 13).

De modo que, en desarrollo extensivo y a la luz de los criterios de verdad ya seña-
lados, es que proponemos toda implementación, desarrollo y soluciones que nos 
brindan los nuevos paradigmas proyectivos holísticos: Nuevo Paradigma en la Ad-
ministración de Riesgos-Tetraedro de la Administración de Riesgos (NUPAR-TAR) 
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(OIT, 2007); el Dodecaedro del Riesgo Laboral y Ambiental (DoRLA) (Fernández 
et al., 2022a) y, fundamentalmente, el paradigma totalizador de la Constelación Hu-
manoide Planetaria (CoHuP) (Fernández et al., 2022a).

Conclusiones

En este epítome, es clara en nuestro pensamiento la relación existente entre la ca-
racterización del odio —su conceptualización interdisciplinar— y el medio am-
biente; ello es posible por la construcción regresiva y dinámica entre la crueldad y 
perversión que ilumina el odio en todo su plexo interpretativo (v. gr. demens et aliena-
tus homo) y el medioambiente (v. gr. biósfera: flora, fauna y equilibrio ecosistémico) 
que debe ser tutelado en toda su dimensión (inter alia, ética ambiental planetaria).

En este temperamento son rectoras las consideraciones que nos brindan las guías 
preceptivas y humanas de modo planetaria (v. gr. CoHuP) de la Comisión IDH, 
Corte IDH, Comisión EDH y la Corte de Estrasburgo, con la idea de tipificar el 
entendimiento, tratamiento y las sanciones pertinentes —correctivos psico-socio-le-
gales— que propician el debido equilibrio de todo comportamiento y calidad de 
vida humanitaria en el esquema binario y dinámico en que nos detuvimos para su 
inicial descripción y exploración (odio-medioambiente).
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